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Damos la bienvenida al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo cuya 
incorporación a los trabajos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
permitirá al Alto Tribunal desahogar temas de gran trascendencia que se 
encontraban pendientes por el impasse que provocó, en casos excepcio-
nales, la falta de un integrante y que se prolongó a lo largo de casi cinco 
meses.

Su sólida formación académica, bagaje profesional y profundo conoci-
miento del quehacer jurisdiccional que distinguen la trayectoria del Minis-
tro Pardo Rebolledo, viene a sumarse a la alta responsabilidad de velar por 
la constitucionalidad y el equilibrio de poderes que recae en la SCJN en el 
entorno democrático que vivimos.

Con su integración tiene el reto de atender a la brevedad los asuntos 
en espera tanto en la Primera Sala y el Pleno, garantizando así que la justicia 
sea un bien disfrutable por todos sin dilación.

A esa alta responsabilidad, en la que se vuelca el trabajo diario del 
Máximo Tribunal, se suma el reto de explorar nuevas formas de comunica-
ción y vinculación ciudadana, soportadas siempre en la justicia de las leyes, 
en la salvaguarda de los intereses de la sociedad y en la estabilidad de las 
instituciones.

¡Enhorabuena Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo!

e d i t o r i a l



f e b r e r o  2 0 1 1 2

En la consolidación de las de-
mocracias, las instituciones de 
impartición de justicia tienen 

un papel trascendental; de ahí que 
la justicia, cuando es tal, afirma los 
tejidos que cohesionan la vida social 
y representa la principal responsabi-
lidad del Estado hacia los goberna-
dos, afirmó el Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo.

El trabajo del juzgador federal 
debe ser un apostolado, un com-
promiso de vida, en donde la de-
dicación y el esmero que exige no 
admite distractores. 

“Mi único e indeclinable com-

promiso es con la justicia; mi úni-
co e indisoluble vínculo es con la 
Constitución; y mi único y más caro 
objetivo es servir a mi país”, apuntó 
el nuevo Ministro, quien se convir-
tió en el onceavo miembro del Ple-
no del Alto Tribunal, tras obtener el 
aval del Senado de la República por 
amplia mayoría, 97 de 114 votos.

En sesión solemne del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (SCJN), del Consejo de 
la Judicatura Federal (CJF) y de la 
Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF), el Ministro Pardo Rebolle-

do fue investido con la Toga, recibió 
la credencial correspondiente y un 
distintivo por parte del Ministro 
Juan N. Silva Meza, Presidente de la 
SCJN y del CJF.

A lo largo de su mensaje, el 
Ministro Pardo Rebolledo evocó 
recuerdos de su infancia cuando 
al recorrer los pasillos de la Corte 
siempre tuvo la certeza de que este 
día llegaría.

Ante un nutrido auditorio el 
Ministro Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, hizo una semblanza del 
nuevo Ministro, en la que destacó 
sus 27 años de carrera judicial. 

Isabel Salmerón

Mi compromiso, 
con la justicia: 
Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo
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Pardo Rebolledo, dijo, llega al 
Alto Tribunal en un momento cru-
cial en el que se gestan relevantes 
cambios constitucionales en ámbi-
tos jurídicos, sustanciales para el Po-
der Judicial de la Federación (PJF), 
y sensibles para la sociedad como 
son las reformas en el ámbito penal, 
ya aprobadas y en vigor y, las que se 
espera su aprobación por el Cons-
tituyente Permanente en materia 
de Juicio de Amparo y Derechos 
Humanos, entre otras.

Confió en que su integración a 
la SCJN subsane, a la brevedad, la 
afectación en el desarrollo de los 

trabajos que registró el Pleno y la 
Primera Sala, luego de cinco meses 
de permanecer vacante el lugar que 
dejó el  Ministro José de Jesús Gudi-
ño Pelayo, tras su fallecimiento el 19 
de septiembre pasado.

Los asuntos en espera de re-
solución no son menores, apuntó. 
En el Pleno se deberán resolver en-
tre otros: la procedencia del juicio 
de amparo en contra de reformas 
constitucionales; los alcances de la 
jurisdicción militar; las reformas es-
tatales en materia de derecho a la 
vida o la determinación sobre los 
efectos de las sentencias dictadas 

por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en nuestro or-
den interno.

Ante la viuda del Ministro José 
de Jesús Gudiño Pelayo, doña Yo-
landa Cicero de Gudiño, reconoció 
la labor jurídica de su par, de quien 
dijo, “deja un espacio imposible de 
llenar”. No pretendo ocupar su si-
tio, subrayó, pero sí con base en su 
legado cumplir con dignidad y pro-
fesionalismo la encomienda asigna-
da.

Ante un escenario jurídico com-
plejo, se comprometió a asimilar, en 
breve término, las funciones y tareas 

Fotos: Víctor H
ugo Ortiz 
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que ejercen sus pares para estar a 
la altura de la función que realizan y 
abocarse con atención, para que su 
postura sobre los mismos, se agre-
gue a la resolución colegiada que 
mandata la Constitución.

Alejado de cualquier afán pro-
tagónico, “mi voto en este Pleno y 
en la Sala de mi adscripción, cons-
tituirá sólo uno más que, con la 
misma fuerza que tienen los de mis 
compañeros Ministros, contribuirá a 
la decisión colegiada, esencia de la 
tarea deliberativa de todo tribunal”, 
enfatizó Pardo Rebolledo, quien es 
el primer magistrado de Circuito 

en funciones elegido Ministro des-
de 1995.

De ahí que su opinión sobre los 
distintos temas pendientes de re-
solución no debe ser considerado 
como un voto único y aislado, sino 
inscribirse en la dinámica de la to-
ma de decisiones colegiadas propia 
de la SCJN, puntualizó dirigiéndose 
al Pleno de Ministros.

Conocedor de la labor que 
desarrolla el Alto Tribunal, por el 
ejemplo que desde niño recibió de 
su abuelo paterno y tutor, el Mi-
nistro Mario Guillermo Rebolledo 
Fernández, hizo hincapié en que 
en las manos de un juzgador no 
están simplemente las fojas de un 
expediente, sino la resolución de 
un litigio que determinará un hecho 
trascendente en la vida de un ser 
humano, de una familia o de una 
comunidad.

Es por eso, ahondó, que en 
poco queda un Estado con la más 
avanzada arquitectura constitucio-
nal, si los ciudadanos no disponen 
de jueces probos y valientes que les 
escuchen y hagan efectivos día a día 

los principios y valores contenidos 
en la Ley Fundamental.

“En 27 años de trabajo en el 
Poder Judicial de la Federación sólo 
he respondido a mi conocimiento 
del derecho y al sentido de justicia, 
siempre al margen de cualquier in-
fluencia ajena al derecho, dijo ante 
su esposa, Rubí Denisse Soto Reyes 
de Pardo, y sus hijos Daniela, José 
César y Romina, que lo acompaña-
ron en la ceremonia solemne, efec-
tuada en el Salón de Plenos.

Y fue más allá al apuntar: “Hoy 
que formo parte del Tribunal Cons-
titucional lo hago con base en mi 
trayectoria dentro de la carrera 
judicial, sin compromisos ni com-
padrazgos; sin recomendaciones ni 
vínculos”.

La SCJN tiene ante sí la opor-
tunidad de incrementar la confian-
za de la sociedad en la tarea que 
realizan los Ministros, si de manera 
prudente pero decidida, se logra el 
equilibrio entre la aplicación de la 
Ley y la impartición de justicia en 
abstracto, señaló.

En el México del Siglo XXI, la 

Ministro Fernando Franco Gon-
zález Salas, hizo una semblanza del 
nuevo ministro
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• Nació en Xalapa, Veracruz, el 1 de febrero de 
1961

• Cursó la carrera de Abogado en la Escuela 
Libre de Derecho, recibiéndose con mención 
honorifica en 1986 con la Tesis La Reclamación 
Electoral ante la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, que fue laureada. El Ministro Fernan-
do Franco fue su maestro

• En 27 años en el PJF se desempeñó como Ac-
tuario Judicial, Secretario de Juzgado, Secretario 
de Estudio y Cuenta del Pleno y de la Segunda 
Sala de la SCJN, Juez de Distrito y Magistrado 
de Circuito

• Cuenta con la Maestría en Derecho de Amparo 
en el Instituto de Ciencias Jurídicas de Estudios 
Superiores, afiliado a la UNAM

• Tiene el Doctorado en Ciencias Penales en el 
Instituto de Ciencias Jurídicas de Estudios Su-
periores, afiliado a la UNAM

• Cursó un Máster en Derecho Civil y Familiar de 
la Universidad de Barcelona

• Fue un promotor y activo miembro de la Aso-
ciación Nacional de Magistrados de Circuito y 
Jueces de Distrito del PJF de la que fue su direc-
tor nacional en el año 2006 

Jorge Mario Pardo Rebolledo

La viuda del Ministro José de Jesús 
Gudiño Pelayo, doña Yolanda Cicero 
de Gudiño

Al rendir protesta ante el pleno de la Cámara de Senadores

Constitución Política de 1917 ha 
robustecido su fuerza como pacto 
político, como Ley Suprema y co-
mo ordenamiento social de la Na-
ción mexicana, apuntó el Ministro 
Pardo Rebolledo.

Los ciudadanos recurren a la 
Suprema Corte porque la identi-
fican como una institución del Es-

tado con la capacidad de proteger 
sus derechos fundamentales y el 
conjunto de garantías que ampara 
el orden jurídico nacional. 

La frecuencia con la que los 
actores gubernamentales y políti-
cos acuden a ella da cuenta de la 
constitucionalidad y los principios 
republicanos que han madurado, 

en forma definitiva, como ejes de la 
organización política.

Y es que en el México de hoy, 
en la maduración de las instituciones 
democráticas, la SCJN se ha conso-
lidado como la instancia que señala 
las vías constitucionales por las que 
debe transitar la resolución de los 
problemas nacionales, concluyó.
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El Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN) y del Consejo 

de la Judicatura Federal (CJF), Mi-
nistro Juan N. Silva Meza, subrayó 
que la misión del Poder Judicial de 
la Federación (PJF) es responder a 
los retos que nos plantea nuestra 
democracia: acercar la justicia al 
ciudadano, facilitar su acceso, pro-
teger sus derechos humanos, dar 
certeza, seguridad y generar con-
fianza.

Por ello, recalcó, el contenido 
de nuestra Constitución nos obliga 
a comprometernos más con la paz. 
“A recordar que queremos avanzar 
en el sendero de la paz. Paz que 
se construye al tener como meta 
los intereses de la sociedad, y so-
portada en la justicia de las leyes, la 
tranquilidad y estabilidad de las ins-
tituciones”.

El Ministro Silva Meza señaló 
lo anterior, al participar como ora-
dor, durante la ceremonia conme-
morativa del XCIV Aniversario de 

la Promulgación de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que encabezó el presi-
dente de la República, Felipe Calde-
rón Hinojosa, acompañado de los 
presidentes de las mesas directivas 
de las cámaras de Senadores, Man-
lio Fabio Beltrones y de Diputados, 
Jorge Carlos Ramírez Marín, en Pa-
lacio Nacional.

El Presidente de la SCJN asegu-
ró que en el PJF “tenemos claro que 
una mejor calidad de vida radica no 
sólo en el acceso a la justicia impar-
cial, sino a una justicia de calidad, 
transparente y expedita”.

“Hoy no podemos dejar de 
advertir –puntualizó– que nuestra 
Constitución fue la respuesta a la 
violencia, el desacuerdo, a la inquie-
tud, a la inseguridad, a la pérdida de 
vidas y sangre en la guerra civil que 
enfrentó a los mexicanos; la Cons-
titución fue la apuesta de nuestros 
mayores por evitar que eso que 
ellos padecieron, no nos sucediera 
a nosotros”.

Sin embargo, agregó, de la Re-
volución también aprendimos insti-
tucionalidad, legalidad, democracia, 
necesidad de construir arreglos 
políticos en paz y, fundamental-
mente, aprendimos que la justicia 
es parte esencial del arreglo polí-
tico nacional.

En ese sentido, el Ministro Silva 
Meza apuntó que la Carta Magna 
es nuestro legado. “Honrémoslo, 
prefiramos la ley a la violencia, la es-
tabilidad y continuidad constitucio-
nal, al desamparo de la inseguridad”, 
puntualizó.

Dijo que hoy, como entonces, la 
mejor y mayor respuesta a la vio-
lencia y a los violentos, es y debe 
ser siempre la respuesta constitu-
cional condensada en leyes e insti-
tuciones.

Pero de igual manera reconoció 
que la conducción de las institucio-
nes de la República debe responder 
a las necesidades de una nueva ciu-
dadanía, más participativa y cons-
ciente de sus derechos.

Acercar la justicia al ciudadano, 
facilitar su acceso y proteger sus
derechos humanos: misión del pjf

Raúl Hernández Arcos
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Ante el acelerado avance 
científico que registra el 
estudio de la información 

genética a nivel mundial, el Minis-
tro de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN), José Ramón 
Cossío Díaz, urgió sobre la necesi-
dad de abrir procesos de diálogo 
entre la ciencia y el derecho, a fin 
de garantizar la implementación 
jurídica de los avances y descubri-
mientos médicos.

El Ministro Cossío Díaz dictó la 
conferencia magistral Retos Jurídi-
cos frente al Avance Científico, en 
el foro sobre Protección de Datos 
Genómicos, que con motivo de la 
celebración del Día Mundial de la 
Protección de Datos organizó el 
Instituto Federal de Acceso a la 
Información (IFAI) y el Instituto 
Nacional de Medicina Genómica 
(Inmegen).

Es fundamental lograr la vincu-
lación entre el derecho y la ciencia, 
porque de otra manera se corre 
el riesgo de que se frustren los lo-
gros alcanzados en el campo cien-
tífico.

El manejo de la información 
genética debe regularse en el Có-
digo Penal, a fin de tipificar como 
delito la venta o entrega ilegal de 
información genómica, señaló.

Reconoció la importancia del 
trabajo que realiza el Inmegen pa-
ra identificar los problemas de la 
regulación que se puedan dar a lo 
largo de todas las acciones enca-
minadas a la obtención y guarda 
de la información.

La realización de dicho mapa 
es un ejercicio preventivo, de pros-
pección hacia lo que puede ser el 
futuro, y destacó la participación 
de expertos en derecho, ciencia, 

medicina y, en general, de todas las 
áreas vinculadas con la privacidad 
y la información.

El momento de la medicina ge-
nómica es particularmente delica-
do, pues se produce conocimiento 
de punta, altamente especializado. 
“Me parece que la sociedad, los le-
gisladores y los jueces no tenemos 
una comprensión cabal del pro-
blema”, admitió el Ministro José 
Ramón Cossío Díaz.

En el foro participaron Jacque-
line Peschard, comisionada pre-
sidenta del IFAI; Xavier Soberón, 
director general del Inmegen; An-
tonio Velázquez Arellano, investi-
gador de la Universidad Nacional 
Autónoma de México (UNAM);  
Isabel Davara Fernández de Mar-
cos, especialista del Instituto Tec-
nológico Autónomo de México 
(ITAM), entre otros.

Necesario 
abrir procesos 
de diálogo entre 
la ciencia 
y el derecho: 

Ministro José Ramón 
Cossío Díaz

Raúl Hernández Arcos
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para el desempeño judicial. El re-
gistro que se le otorgó a la Escuela 
Judicial quedó asentado en el expe-
diente 09-00552.

En el acuerdo que emitió la 
Dirección General de Profesiones 
y que se le notificó al Ministro, en 
su calidad de Presidente del CJF, se 
asentó que “es procedente el Re-
gistro del Instituto de la Judicatura 
Federal, número de expediente 09-
00552, como una Institución Educa-
tiva y Órgano Auxiliar del Consejo 
de la Judicatura Federal, en materia 
de Investigación, Formación, Ca-
pacitación y Actualización de los 
miembros del Poder Judicial de la 
Federación”.

La búsqueda y obtención del 
registro mencionado se dio de ma-
nera paralela a la llegada del ma-
gistrado Leonel Castillo González 
como nuevo Director General del 
Instituto de la Judicatura Federal, 
quien, al asumir el cargo el 1 de 
febrero pasado se comprometió 
a darle un giro a la Escuela Judicial 
y a hacer un replanteamiento del 
modelo y perfil del juez que la so-
ciedad requiere.

Otorga SEP registro a posgrados 
de la Escuela Judicial

La medida permitirá aumentar 
la profesionalización de los Magistrados 

y Jueces Federales

La Secretaría de Educación Pú-
blica (SEP) le otorgó al Insti-
tuto de la Judicatura Federal 

- Escuela Judicial, el registro para que 
imparta y expida títulos de posgra-
do en tres especialidades vinculadas 
directamente con las funciones que 
desarrollan los Jueces y Magistrados 
federales en todo el país.

Los estudios que recibieron el 
registro de la SEP son los posgrados 
de: Especialidad en Administración 
de Justicia en Tribunales de Circui-
to; Especialidad en Administración 
de Justicia en Juzgados de Distrito; 
y Especialidad en Secretaría de Es-
tudio y Cuenta.

La medida abre la puerta pa-
ra que, en un futuro próximo, el 
Instituto pueda impartir maestrías 
y doctorados con reconocimiento 
oficial.

La profesionalización, cada vez 

mayor, de los magistrados y jueces 
federales, así como de todos los 
integrantes del Poder Judicial de la 
Federación, forma parte de uno de 
los principales compromisos que 
asumió el Ministro Juan N. Silva Me-
za al rendir la protesta como nuevo 
Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y del Consejo 
de la Judicatura Federal, el pasado 3 
de enero.

Como parte de sus primeras 
acciones, el Ministro Silva Meza soli-
citó a la SEP el registro del Instituto 
de la Judicatura Federal como una 
Institución Educativa con capacidad 
de expedir títulos.

La Secretaría respondió favo-
rablemente a la petición, ya que el 
Instituto cuenta con los planes y 
programas de estudio adecuados 
y destinados a fortalecer los cono-
cimientos y habilidades necesarios 
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“Tal es la talla del Consejero 
Cruz Razo, quien tiene una brillan-
te carrera judicial”, aseguró. 

En tanto, el Consejero de la 
Judicatura Federal, César Jáuregui 
Robles, reconoció la labor de Cruz 
Razo al que catalogó como un “juez 
que no duerme”.

“Los jueces que no duermen, 
en tono figurado, son los que no 
sólo están pensando en el ciudada-
no, no sólo revisan el derecho, los 
tratados, la doctrina, sino que están 
viendo cómo mejorar, cómo llevar 
a cabo la justicia en los mejores 
ámbitos y que están escribiendo 
libros”, dijo.

La obra ofrece comentarios, 
análisis de constitucionalidad, obje-
ciones al legislador, crítica jurispru-
dencial constructiva, anécdotas, y un 
claro posicionamiento en torno a la 
naturaleza y a la nueva estructura 
del contencioso administrativo en 
México, lo que resulta sumamente 
aprovechable para estudiantes del 
derecho, litigantes y juzgadores.

Cristina Martínez

Procedimiento contencioso administrativo, defensa de 
particulares ante actos de autoridad: Consejero Cruz Razo

Con el propósito de ser una 
guía didáctica para jueces, 
magistrados y, en gene-

ral, para la comunidad jurídica, el 
Consejero de la Judicatura Federal, 
Juan Carlos Cruz Razo, presentó su 
obra titulada Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administra-
tivo Comentada, que aborda uno 
de los temas jurídicos de mayor 
historia en México, por sus múlti-
ples debates, discusiones, reformas 
constitucionales, construcciones 
legislativas, vaivenes jurisprudencia-
les y posicionamientos académicos 
enfrentados.

Durante el evento, el Conseje-
ro Cruz Razo afirmó que las nuevas 
reformas a dicha Ley, publicadas en 
el Diario Oficial de la Federación el 
10 de diciembre de 2010, tienen es-
pecial trascendencia por el cúmulo 
de disposiciones que tenderán a fa-
cilitar la defensa de los particulares 
ante los actos de autoridad que, en 
los términos de dicho ordenamien-
to, son susceptibles de ser impug-

nadas a través del procedimiento 
contencioso administrativo ante el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa (TFJFA).

Entre dichas modificaciones, 
detalló, se encuentra la previsión 
de un nuevo esquema bajo el cual 
el procedimiento contencioso or-
dinario se simplifica y se vuelve más 
expedito. 

En el Aula Magna Jacinto Palla-
res de la Facultad de Derecho de 
la UNAM, el Consejero informó 
que de manera complementaria se 
pondrá en marcha una página web 
para recibir comentarios sobre la 
norma y generar un espacio de dis-
cusión.

La Ministra Margarita Beatriz 
Luna Ramos, encargada de elabo-
rar el prólogo de esta obra, consi-
deró que la vida de las instituciones 
es producto, en gran medida, de las 
aportaciones de quienes suman sus 
valores, principios, conocimientos, 
experiencias y pasión al servicio de 
los demás.
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De Vanguardia: 
el CENDI y Estancia 
Infantil de la SCJN

Con instalaciones de van-
guardia y personal califica-
do, el Centro de Desarrollo 

Infantil Artículo 123 Constitucional 
y la Estancia Infantil de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN), abrieron sus puertas a los 
hijos de los trabajadores del Máxi-
mo Tribunal, el pasado 2 de febrero 
del presente año.

Con una capacidad para aten-
der 205 niños en el CENDI y 60 en 
la Estancia Infantil, el centro cuenta 
con instalaciones que responden a 
los más altos estándares de calidad 
y seguridad, y fue concebido con 
criterios de ambiente amigable y 
sustentabilidad.

Para la SCJN, ésta es la mejor 
apuesta al futuro porque aquí se 
atenderán y encauzarán en su for-
mación básica los hijos de los tra-
bajadores del Alto Tribunal, dijo el 
Ministro Juan N. Silva Meza, Presi-
dente de la SCJN y del Consejo de 
la Judicatura Federal (CJF), durante 
la ceremonia de inauguración.

Las Ministras Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Olga María Sánchez 
Cordero, acompañadas de los Mi-
nistros Guillermo I. Ortiz Mayagoi-
tia y Juan N. Silva Meza, cortaron 
el listón con el que se inauguró el 
CENDI y la Estancia Infantil.

Más allá del cumplimiento 
de la ley
Durante la inauguración, el Ministro 
Presidente Juan N. Silva Meza deve-
ló la placa alusiva en la que se lee: 
“La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación dedica a los hijos de los tra-
bajadores el Centro de Desarrollo 
Infantil Artículo 123 Constitucional 
y Estancia Infantil”. Febrero 2011.

Hizo hincapié en que el CENDI 

Isabel Salmerón

Artículo 123 Constitucional alude 
precisamente a los principios con 
los cuales la Corte pretende, en to-
do momento, conducir y fortalecer 
la relación institucional con los tra-
bajadores. Partimos de la concep-
ción constitucional de la seguridad 
social que señala la indeclinable res-
ponsabilidad de las instituciones a 
favor del bienestar de las trabajado-
ras, los trabajadores y sus familias.

Ante el Oficial Mayor de la 
SCJN, Rodolfo Lara Ponte; el se-
cretario General del Sindicato de 
Trabajadores del Poder Judicial de 

la Federación, Juan Bautista Resén-
diz; el director General de Recursos 
Humanos, Carlos Alberto Muñoz 
Ángeles; las directoras del Centro 
de Desarrollo Infantil Artículo 123 
Constitucional y de la Estancia In-
fantil, Beatriz Escamilla Flores y 
Verónica Jacal Murillo, respectiva-
mente; padres de familia y personal 
de apoyo administrativo y técnico, 
dijo:

“Quienes hemos dedicado gran 
parte de nuestra vida al servicio 
público y aquí, en el Poder Judicial 
Federal, somos testigos cotidianos 
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De Vanguardia: 
el CENDI y Estancia 
Infantil de la SCJN

de la importancia que tiene para 
las mujeres y hombres trabajadores 
disponer de los apoyos instituciona-
les que les permitan tener un desa-
rrollo laboral pleno con la certeza 
de que sus hijos cuentan con un es-
pacio idóneo para su desarrollo. 

El Ministro Presidente recono-
ció los esfuerzos realizados por el 
Comité de Gobierno y Adminis-
tración, integrado por los Ministros 
Margarita Luna Ramos, Olga Sán-
chez Cordero y Guillermo Ortiz 
Mayagoitia, para llevar a cabo esta 
obra de gran envergadura.

Y es que fueron ellos los que 
determinaron la edificación de uno 
nuevo, que cumpliera con los máxi-
mos requerimientos de seguridad 
y uso, con un diseño de vanguardia 
que diera certidumbre a los padres 
de familia de que sus hijos estarían 
seguros.

 “Era necesario dejar a un la-
do la inercia que, si bien por mu-
chos años mantuvo funcionando al 
CENDI; había que buscar la mejora 
con el cumplimiento de todos los 
estándares en materia de seguri-
dad e higiene”, dijo la Ministra Olga 

María Sánchez Cordero.
Con más de cuatro décadas de 

funcionamiento, el CENDI se alber-
gó en los últimos años en el Edificio 
Sede de la SCJN hasta que cerró 
sus puertas en diciembre de 2009.

Instalaciones 
de Vanguardia
El sueño de tener un CENDI de 
vanguardia inició una mañana de di-
ciembre de 2009, cuando el Ministro 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, acom-
pañado de sus pares Margarita Luna 
Ramos y Olga María Sánchez Cor-

Fotos: Paulette González M
uñoz
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dero, puso la primera piedra para la 
construcción del CENDI y la Estan-
cia Infantil y junto al asta bandera 
colocaron una cápsula del tiempo, 
donde guardaron dibujos realizados 
por los niños de la guardería y una 
lista del personal de la misma.

El anhelo, concretado luego de 
14 meses, era tener la mayor garan-
tía de seguridad para los infantes. 
De ahí que se haya invertido en 
eficientes sistemas de protección 
civil de alta tecnología acordes a 
la arquitectura de una moderna 
construcción con amplias ventanas, 
coloridos salones y un amplio patio 
con juegos.

Un CENDI de avanzada
El CENDI se ha modificado de 
acuerdo a las necesidades que la 
institución ha detectado y a los 
proyectos que la Secretaría de Edu-
cación Pública ha propuesto, consi-
derando siempre su misión, visión y 
propósito.  

Aquí iniciará el Plan Estratégico 
de Transformación Escolar cuyos 
contenidos van enfocados al forta-
lecimiento de la práctica pedagógica 
en función de las necesidades edu-
cativas de los alumnos, a la mejora 
de la organización, administración y 
vinculación de la escuela con la co-

centros de desarrollo infantil, pues 
se dispone de salones que cuentan 
con barras de apoyo para los pe-
queños que empiezan a caminar; 
una habitación para el control de 
esfínteres para niños en edad de 
dejar el pañal, añade.

Para quienes tienen un lento 
desarrollo en materia auditiva o de 
lenguaje, se cuenta con un terapista 
que les ayuda a superarlas en coor-
dinación con las asistentes educati-
vas y los padres. 

Para los niños que tienen un 
horario amplio se cuenta con ta-
lleres de música, psicomotricidad y 
juegos organizados.

Estancia infantil
La estancia infantil mantiene vi-
gente el objetivo de proporcionar 
atención y formación complemen-
taria a los hijos e hijas de servido-
res públicos de la SCJN que cursan 
educación primaria, a través de un 
programa de actividades pedagógi-
cas, culturales, lúdicas y deportivas 
que contribuyen positivamente en 
el proceso de crecimiento y madu-
rez de los niños.

Verónica Jacal, directora de la 
Estancia Infantil, explicó que pa-
ra este año escolar se registraron 
63 solicitudes de inscripción de las 

munidad. 
Beatriz Escamilla Flores, directo-

ra del CENDI, informó que se tiene 
una capacidad para 205 niños, cifra 
mayor que la que tenía el anterior 
inmueble con 130 niños.

El objetivo de ampliar el núme-
ro de lugares es que ningún peque-
ño quede fuera, ya que con el cupo 
anterior siempre había una lista de 
espera.

Este centro educativo se divide 
en: lactantes A, B y C; Maternal A, 
B1 y B2; preescolar 1A, 1B y pre-
escolar 2 y 3. Los pequeños son 
atendidos de 8:00 a 16:30 horas de 
lunes a viernes.

Se cuenta con profesionales 
calificados en cada área: asisten-
tes educativos, pediatras, pedago-
gos, educadoras con licenciatura 
y maestría, terapeutas en lenguaje, 
maestros de educación física, músi-
ca, inglés, trabajadoras sociales, nu-
triólogas y personal de cocina.

Para ingresar a la guardería, el 
primer filtro es el médico y la traba-
jadora social. El doctor revisa que el 
menor no venga con temperatura 
o enfermo; mientras que la trabaja-
dora social se asegura que no haya 
conflictos en la familia y si los hay, su 
tarea es ayudar a resolverlos.

El servicio va más allá de otros 
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cuales 31 eran de los niños que 
estaban inscritos en la anterior es-
tancia infantil; 20 que se encontra-
ban en lista de espera; y, 12 son de 
nuevo ingreso.

El compromiso que se tenía 
con los padres de familia al cerrar 
el CENDI, fue que en las nuevas 
instalaciones sus hijos tendrían su 
lugar asegurado, así como los ni-
ños en lista de espera. 

Para el ciclo que inició el 2 de 
febrero se conformaron cuatro 
grupos.

Debido a que los infantes que 
acuden a la estancia cursan algún 
grado de primaria se les brinda 
apoyo a tareas, con el propósito  
de aclarar las dudas que tengan 
en alguna materia. Además toman 
talleres de computación, manuali-
dades, juegos organizados, lectura, 
así como de arte y literatura.

La estancia infantil ofrece el 
servicio de 8:00 a 17:00 horas de 
lunes a viernes y se divide en dos 
turnos.

Cabe señalar que la estancia 
estará abierta desde las 8:00 a fin 
de que los padres de familia pue-
dan utilizarla en el momento en 
que por algún motivo el niño no 
asista a clases, siempre y cuando 
no sea por enfermedad.

ÁREAS ACADÉMICAS
•4 aulas para lactantes
•2 aulas para maternal
•5 aulas para preescolares
•4 aulas para escolares
•Biblioteca y Sala de Computación
•Cocina y Lactario con distintivo “H”
•Comedores separados para lactantes y escolares

ÁREAS ADMIISTRATIVAS
•Direcciones y áreas administrativas
•Trabajo social
•Coordinación pedagógica
•Áreas de audición y lenguaje 
•Servicio médico
•Dietista
•Salón de usos múltiples
•Plaza cívica
•Zona de juegos infantiles
•Zona de parcelas y arenero
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Fortalecer la cultura de de-
rechos humanos entre los 
juzgadores, contribuir a la for-

mación del Juez del Siglo XXI que 
se anticipe a la problemática que le 
implica la administración de justicia 
frente al crimen organizado, opti-
mizar los recursos humanos, ma-
teriales y físicos de que dispone el 
Poder Judicial de la Federación, son 
sólo algunos de los retos que se ha 
planteado cumplir el nuevo director 
general del Instituto de la Judicatura 
Federal-Escuela Judicial (IJF-EJ), Ma-
gistrado José Leonel Castillo Gon-
zález.

La falta de comunicación y cer-
canía entre la judicatura tradicional 
y la sociedad es otro reto que debe 
subsanarse, pues los fallos están di-
rigidos a comunicarse entre jueces y 
abogados y esa no es la finalidad, de 
ahí la necesidad “de buscar formas 
de diálogo para hacernos entender 
mejor con los justiciables”.

—Usted habla del Juez que la 
sociedad quiere. ¿No lo tenemos?

—Así es. Creo que en este mo-
mento no lo tenemos como cuer-
po y precisamente vamos a buscar 
tenerlo. No estamos en la época 
de las cavernas en materia de ju-
dicatura, pero si en una transición. 
Tenemos jueces que podrían ser 
modelo a seguir y lo que queremos 

es generalizarlos. No basta tener 
uno como muestra o para presu-
mirlo, o dos o tres, necesitamos que 
muchos lo sean.

Se le pregunta al Magistrado 
Castillo –que asumió la dirección 
del Instituto el 1 de febrero– si en su 
nuevo encargo encuentra una tarea 
difícil y responde: “Sí, yo creo que 
es una tarea exhaustiva, de tiempo 
completo, porque hay que diseñar 
planes y que yo sepa no existen 
en otros lugares y los que existen 
apenas nos pueden servir de ba-
se, porque tenemos que diseñar lo 
nuestro, lo que necesitamos para 
nosotros, lo que nos funcione”.

—¿Cuál va a ser el primer cam-
bio que le va a imprimir al Instituto?

—Arraigar la cultura de los 
derechos humanos más profunda-
mente en la judicatura, pues se han 
desarrollado vertiginosamente en el 
ámbito internacional y su avance ha 
sido de tal magnitud que considero 
que no estamos actualizados en ese 
punto y eso es fundamental porque 
la interpretación constitucional, de 
los derechos humanos busca nece-
sariamente los principios, los valores 
que están en juego, no nada más lo 
que quiso el legislador.

—¿Se busca otro perfil de los 
jueces?

—Tenemos que referirnos al 

El Juez del Siglo 21, un paso 
adelante del crimen globalizado: 

Magistrado Leonel Castillo
Manuel Arvizu
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juez promedio ¿verdad? Porque hay 
Jueces de mucha avanzada en el cú-
mulo de los que integran el Poder 
Judicial de la Federación. Y también 
en los tribunales locales. Yo veo al 
Juez actual en una época de tran-
sición. Del Juez más apegado a las 
formas y a la letra de la ley en lo 
que consideran respetar las garan-
tías constitucionales y procesales. Al 
Juez, del Siglo XXI que utilice la ley, 
a las formalidades, a las facultades 
que les confiere la ley para buscar 
la verdad real, la verdad objetiva de 
cada caso concreto, de manera que 
sí considero que necesitamos dar 
un paso fuerte para culminar con 
esa transición.

Habla el Magistrado Castillo 
de que la sociedad moderna es 
una sociedad organizada cada vez 
más demandante, que pide cuentas 
con regularidad. ¿Cómo le vamos a 
rendir esas cuentas? Eso es lo que 
queremos enseñarles también a los 
nuevos Jueces. Rendir cuentas, para 
nosotros, no es decir cada año, no 

son las estadísticas. Rendir cuentas 
es fallo por fallo, y fallo por fallo, ex-
plica con amplitud y precisión, cuáles 
son los motivos del juzgador para 
resolver en uno u otro sentido. 

—¿Deberíamos entender que 
la sociedad no sólo pide cuentas, 
reclama?

—¡Desde luego! Y tiene todo el 
derecho a reclamarnos. Yo pienso 
que es la falta de comprensión de 
nuestra función. En mi experiencia 
de cuarenta años de carrera judicial, 
tengo la satisfacción de haber reci-
bido a justiciables que perdieron su 
asunto y que no obstante eso me 
fueron a dar las gracias. ¿Por qué? La 
primera vez que lo hicieron pensé 
que era burla, pero no. Me expli-
caron en primer lugar: “Nosotros 
recibimos de usted un trato muy 
humano”.

—La Suprema Corte acaba de 
dejar en libertad a un tzotzil porque 
se pasó el tiempo y no lo atendió 
un defensor que conociera su len-
gua y su cultura.
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El Magistrado José Guadalupe Tafoya Hernández, 
Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, dio la bienvenida al Magistra-
do José Leonel Castillo González como nuevo 
Director General del Instituto de la Judicatura 
Federal-Escuela Judicial, en representación de to-
dos los consejeros. 

En su discurso, resaltó la amplia trayectoria 
en los ámbitos jurisdiccional y académico del 
Magistrado Castillo González. “El nuevo Direc-
tor es garantía de éxito en la nueva encomienda 
que le hizo el pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal”.

Dijo que le tocará dar un nuevo rumbo a la 
Escuela Judicial para que se convierta en el espa-
cio en el que se formen los nuevos jueces y ma-
gistrados. “La tarea del Instituto es fundamental 
para fortalecer los conocimientos y habilidades 
necesarios para el adecuado desempeño de la 

función judicial”, comentó.
Citó las palabras del Ministro Presidente Juan 

N. Silva Meza relacionadas con la labor del Ins-
tituto: “es prioritario ampliar y mejorar la oferta 
de desarrollo profesional dirigida en la Suprema 
Corte a los secretarios de Estudio y Cuenta y, en 
la Judicatura a los demás servidores públicos que 
apoyan el trabajo jurisdiccional, para que cuenten 
con programas permanentes de especialización, 
capacitación y actualización orientados por las 
necesidades y prioridades institucionales. Se trata 
de una estrategia integral, 
que incorpora la previsión 
y evaluación en materia de 
recursos humanos, y es 
un factor crucial para sus-
tentar, a mediano y largo 
plazos, los retos institucio-
nales”.

—Desde luego. Se simuló una 
garantía de defensa pero en reali-
dad no se dio. Esto lo manejé mu-
cho cuando estuve en el Tribunal 
Electoral porque nos tocó conocer 
de elecciones de usos y costumbres. 
Y entonces yo me hice el plantea-
miento: ¿cómo podemos juzgar una 
cultura que no conocemos?, ¿cómo 
con nuestros valores aprendidos en 
la cultura tradicional, en la que nos 
heredaron los españoles y que he-
mos ido haciendo nuestra, pero a 
final de cuentas, distinta de las cul-
turas indígenas?. ¿Cómo lo vamos a 
juzgar? 

¿De qué manera lo vamos a ha-
cer? Algunos de los expertos en este 
tipo de culturas resaltaba un caso en 
que fuera de la comunidad indígena 
uno de sus miembros mató a otro 
y las autoridades civiles, conforme 
a nuestras leyes constitucionales, lo 
metieron a la cárcel y lo procesaron 
y, nos decía este escritor, creo que 
era Carlos Montemayor, que la gen-
te de la comunidad no entendían 

aquéllo, porque de acuerdo con sus 
usos y costumbres, cuando alguien 
mataba a otro de la comunidad la 
sanción no era recluirlo en la cárcel 
sino obligarlo a que mantuviera a su 
familia y a la familia del que había 
privado de la vida. 

—En su toma de posesión ha-
bló usted, o enfrentó al Juez Her-
mes con el Juez Chimalpopoca. Se 
pudo entender que rechaza lo de 
otros países, viejo o nuevo?

—Fue una forma de decirlo. La 
doctrina nos maneja paradigmas 
que identifica con algunas mitolo-
gías de otros países. Al decir el Juez 
Chimalpopoca, quise decir : nece-
sitamos un tipo de juez que res-
ponda a nuestras necesidades. No 
vamos a desconocer esos modelos 
estudiados y con práctica debida en 
otros países partiendo de su cono-
cimiento. Tampoco los vamos a imi-
tar tal cual. 

—Estamos hablando entonces 
de otro perfil, y visión autocrítica de 
los jueces.

—Es un punto de partida ini-
cial. Ser autocríticos. Ahí viene otro 
elemento fundamental del Juez de 
todos los tiempos y que de repen-
te, hemos descuidado: la cultura 
general. No basta que yo me sepa 
las leyes, ni que de alguna manera 
las sepa aplicar. Para aplicarlas co-
rrectamente necesito vincular al 
derecho con todas las demás ma-
nifestaciones culturales. Para poder 
juzgar a miembros de la sociedad 
necesitamos conocerlos. Necesi-
tamos estudiar a las personas. La 
experiencia es muy importante 
pero insuficiente, porque es impo-
sible vivir en todos los ámbitos en 
que se desarrolla la sociedad. Ahí 
si necesitábamos un dios. Un dios 
Hércules. Un dios Hermes. Pero 
un dios para que tuviera la capa-
cidad de conocer las vivencias y 
la problemática y los sufrimientos 
y las aspiraciones de cada uno de 
los grupos sociales. Una forma de 
acercarnos a ese conocimiento es 
la cultura.

EL NUEVO DIRECTOR DE LA ESCUELA JUDICIAL, GARANTÍA DE ÉXITO
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El reto de certificarnos bajo la 
norma internacional de cali-
dad ISO 9001:2008 en la Sa-

la Regional Monterrey del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración como órgano de imparti-
ción de justicia, tuvo por objetivo 
innovar, perfeccionar y transformar, 
bajo un enfoque integral, varios de 
los procesos sustantivos relaciona-
dos con la recepción, turno, notifi-
cación, preparación de sesiones y 
archivo de expedientes, tareas que 
inciden en nuestra encomienda 
constitucional.

En el Tribunal Electoral, la im-
partición de justicia y la contribu-
ción a la estabilidad democrática, 

Magistrada Beatriz Eugenia Galindo Centeno
Presidenta de la Sala Regional Monterrey

Impartición de justicia 
y estándares de calidad. 
Una amalgama posible

constituyen los cimientos básicos 
de nuestra labor, sin embargo, es-
tos aportes son generalmente aso-
ciados a valores subjetivos por 
representar servicios públicos im-
perceptibles e intangibles. 

El reto principal fue disasociar 
esa perspectiva en la prestación 
del servicio y hacer de la calidad 
un elemento de valor perceptible, 
capaz de permear el servicio que 
otorga una institución pública.

Innovación tecnológica, actitud 
de servicio, mejora continua integral, 
optimización del capital humano, de 
recursos materiales, tecnológicos y 
financieros, fueron los ejes centrales 
del proyecto para ubicar a nuestra 
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bajo tales principios. 
Innovar el servicio y con ello 

cambiar la percepción ciudadana, 
no se logra únicamente con el or-
den, se obtiene interrelacionando 
el cúmulo de servicios proporcio-
nados por el Estado; en ese sentido, 
el medio jurídico es también refe-
rente de una sociedad que cambia 
más a prisa que sus instituciones. 
De ahí la trascendencia de trans-
formar y adaptar el servicio a los 
nuevos estándares.

Fue así que el 6 de octubre pa-
sado obtuvimos el reconocimien-
to bajo la norma ISO 9001:2008, 
lo cual demuestra que el servicio 
de impartición de justicia es apto 
de estandarizarse con parámetros 
de calidad; que el expediente que 
representa la materia prima del 
juzgador para sustanciar y resolver, 
puede válidamente gozar de la ob-
servancia de requisitos que satis-
fagan las expectativas de nuestros 
usuarios.

Como funcionarios del Poder 
Judicial de la Federación, asumimos 
el compromiso de servir a la ciuda-
danía y, con ello, la firme convicción 
de analizar parámetros de innova-
ción y transformación en el servi-
cio público y en sus instituciones.

cesos, descripción de actividades, 
ejecución de tareas, elaboración de 
diagramas, formatos, revisiones de 
la dirección, auditorías, detección y 
corrección de errores, proyectos 
de mejora, acciones correctivas y 
preventivas para su adecuado fun-
cionamiento.

El sistema se integró con 38 
documentos, en ellos reflejamos la 
forma en que trabajamos, cuándo y 
cómo hacemos las cosas, y así, lo-
gramos reducir errores humanos, 
a través de procesos e indicadores 
de calidad.

Es necesario tener presente 
que para ejercer adecuadamente 
la labor del juzgador, no basta el 
conocimiento de la ley, pues resul-
ta indispensable contar con ciertos 
patrones de conducta, tales como 
la eficiencia, el esmero y la organi-
zación. 

Además, si bien es cierto la-
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Los años noventa del siglo pa-
sado vieron el comienzo de la 
prolífica producción editorial 

de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, que a la fecha ha integra-
do un acervo de cientos de títulos 
de libros, discos ópticos y publica-
ciones en línea. Esto no significa que 
antes de la época citada no hubiera 
dicha producción, sino que no era 
tan ingente. Desde luego que no 
dejaba de editarse el Semanario Ju-
dicial de la Federación, que aparece 
mensualmente por disposición legal 
(ar tículo 197 B de la Ley de Ampa-
ro y 179 de la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de la Federación).

Habida cuenta del fomento de la transparencia de las funciones de los 
órganos del Estado, la Suprema Corte de Justicia se ha comprometido a 
facilitar al justiciable material ade-
cuado para promover la cultura de 
la legalidad. Con tal de reforzar la 
convicción de que México es un 
país de leyes y las autoridades públi-
cas deben ceñirse al principio de 
legalidad, es necesario difundir acce-
siblemente el contenido orgánico y 
dogmático de la Constitución Fede-
ral, para que el público entienda la 
organización y el alcance de los ac-
tos de gobierno, así como el con-
junto de derechos fundamentales 
que tiene y la forma en que puede 
defenderlos.

La mayoría de las publicaciones 
emitidas por el Máximo Tribunal se 
nutre de los criterios jurispruden-
ciales y aislados contenidos en el 

citado Semanario Judicial de 
la Federación, que desde 
1995 se publica junto con 
su Gaceta. Así, al crear pu-
blicaciones ilustrativas so-
bre instituciones estatales 
o procesos constituciona-
les, entre otros temas, la 

principal fuente de consulta es el 
parecer del Pleno y las Salas de la 
Corte, así como de los Tribunales 
Colegiados de Circuito, que deciden 
en última instancia el alcance de las 
normas y, por tanto, la forma en que 
deben ser entendidas. Este procedi-
miento permite que el destinatario 
de las obras comprenda su conteni-
do tanto en abstracto como de 
acuerdo con la interpretación que 
ha merecido de los órganos juris-
diccionales competentes.

A lo largo de los años, la gestión 
editorial de que se habla ha com-
prendido prácticamente todas las 
ramas del derecho. Mediante publi-
caciones seriadas, coleccionables o 
independientes, se ha formado una 

importante bibliografía básica para 
apoyar a estudiantes de derecho y 
público en general, así como obras 
especializadas para lectores con ex-
periencia en el litigio o la función 
jurisdiccional. En todas esas produc-
ciones es constante la remisión a los 
fallos del más Alto Tribunal del país; 
como ejemplo pueden citarse las 
series Decisiones relevantes de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, 
Estudios jurisprudenciales y Cuader-
nos de jurisprudencia. El Manual del 
justiciable, en cinco tomos, se dirige 
específicamente al ciudadano, de 
modo que su contenido lo convier-
te en una guía de orientación para 
quien enfrente algún proceso penal, 
civil, administrativo o de amparo.

Independientemente del papel 
impreso, el Alto Tribunal ha desarro-
llado programas de cómputo para 
consultar jurisprudencia y libros 
electrónicos en discos ópticos. El 
CD-ROM (y DVD-ROM) Ius. Juris-
prudencia y tesis aisladas, iniciado en 
1991, ha cumplido veinte años de 
ofrecer cientos de miles de tesis y 
otros datos —Informes de Labores, 

Aportaciones editoriales
de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación
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semblanzas, el Código de Ética del 
Poder Judicial de la Federación, 
etcétera—, presentándose cada año 
con mejoras que facilitan su con-
sulta y mantienen su estatus de he-
rramienta útil para todo practicante 
y estudioso del derecho nacional. 
A este respecto, debe aclararse que 
la Corte también ha promovido la 
jurisprudencia extranjera; su deseo 
de alentar la comparación de otros 
sistemas jurídicos con el mexicano, 
para abrevar de aquéllos en lo que 
sea conveniente para las institucio-
nes internas, la ha llevado a publicar 
discos y obras sobre fallos de Cor-
tes y Tribunales Constitucionales de 
otros países, como el libro electró-
nico Tribunales y Salas Constituciona-
les de Iberoamérica, y la obra Un Juez 
reflexiona sobre su labor: el papel de un 
Tribunal Constitucional en una demo-
cracia, de Aharon Barak, ex presi-
dente de la Corte de Israel.

Cabe mencionar a los facsimila-
res, libros clásicos de la literatura 
jurídica nacional y universal que se 
han rescatado del olvido para que 
el lector los disfrute en su presenta-
ción original. De entre esas obras 
conviene mencionar Las Siete Parti-
das del Sabio Rey, 1758; Variedades 
de Jurisprudencia, Tratado del juicio de 
amparo conforme a las sentencias 

de los Tribunales Federales y El Foro. Pe-
riódico de Jurisprudencia y Legislación.

Los esfuerzos del Máximo Tribu-
nal a favor de la cultura de la legali-
dad están lejos de concluir. La ince-
sante creación de libros, folletos, 
discos, car teles, etcétera, se ha vuel-
to parte del quehacer cotidiano de 
ese órgano jurisdiccional, y cabe 
creer que en el futuro el número de 
sus aportaciones editoriales fijará un 
récord entre los Tribunales Consti-
tucionales del mundo, y siempre sin 
fines de lucro, pues la venta del ca-
tálogo editorial genera recursos 
reutilizables para engrosar el fondo 
de publicaciones. Por ello, es reco-
mendable que el lector interesado 
en éstas visite cualquiera de las li-
brerías de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, ubicadas en los 
edificios que tiene en el Centro 
Histórico —Pino Suárez No. 2 y 
Bolívar y 16 de Septiembre—, Av. 
Revolución 1508, el edificio Las Flo-
res, el Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal y las Casas de la 
Cultura Jurídica ubicadas en los Es-
tados de la República. 

Consultar el sitio web de la Corte 
—www.scjn.gob.mx— permite revi-
sar el catálogo completo de publica-
ciones y acceder a algunas de ellas 
en línea.
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Murales para Jueces 
            y justiciables

¿Transmiten algo todavía los 
murales a los Jueces y jus-
ticiables del siglo XXI? Es 

un hecho que la pintura mural ha 
sido desde siempre un mecanismo 
entendido para educar. Durante 
todo el Siglo XX, México se carac-
terizó por contar con destacados 
pintores muralistas, cuyas temáticas 
principales oscilaron entre la crítica 
social y un proyecto educador na-
cionalista.

Ya en 1910 Gerardo Murillo, 
mejor conocido como el Doctor 

Atl, manifestó la necesidad de darle 
a la pintura mural un sentido pú-
blico, como habían hecho diversas 
culturas del México prehispánico. 
David Alfaro Siqueiros compar-
tía la misma idea y consignó en 
1921, desde Barcelona, el deber de 
“construir un arte monumental y 
heroico, un arte humano, un arte 
público” dirigido a alimentar el ima-
ginario revolucionario, con el claro 
objetivo de transformarlo en imá-
genes educadoras del pueblo.

Años más tarde José Clemente 

Orozco afirmó que “la forma más 
alta, más lógica, más pura y fuerte 
de la pintura, es la mural. Es también 
la forma más desinteresada, ya que 
no puede ser escondida para bene-
ficio de unos cuantos privilegiados. 
Es para el pueblo. Es para todos”. 

Fue precisamente José Clemen-
te Orozco quien en 1941 pintó los 
murales del entonces nuevo edificio 
de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en lo que fuera el merca-
do del volador; el motivo central de 
la obra es una justicia huyendo en 

Orozco

José Ramón Narváez H.
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Cauduro

medio de la debacle. La obra no fue 
del agrado de los Ministros, aunque 
decidieron conservarla, acto consi-
derado como tolerante y liberal. 

Los murales de Orozco en la 
Suprema Corte de Justicia forman 
una trilogía que decora los alrede-
dores de una escalera, llevan por 
título respectivamente Las Luchas 
Proletarias, La Justicia y Riquezas 
Nacionales.

El edificio de Pino Suárez alber-
ga ahora también otro ciclo pictó-
rico de Luis Nishizawa, un diseño 
exaltador de la justicia, como aspi-
ración de toda sociedad. 

Obras más descriptivas, menos 
críticas, aún cuando encierran un 
mensaje positivo y tal vez para algu-
nos pueda resultar un aliciente per-
sonal o profesional, las de Leopoldo 
Flores e Ismael Ramos, en las esca-
leras del fondo del edificio, enfoca-

das a hacer una interpretación de la 
historia patria como búsqueda de la 
justicia social. No sucede lo mismo 
con los murales de Rafael Cauduro 
con mayor peso en lo crítico que 
no dejan indiferente a nadie.

Rafael Cauduro elaboró el mural 
llamado La historia de la justicia en 
México, en realidad una antihistoria; 
imágenes sobre tortura, homicidio, 
secuestro, violación, cárceles y re-
presión nos recuerdan no los avan-
ces conseguidos, sino justamente lo 
que aún produce una gran preocu-
pación por su presencia constante, 
en diferentes proporciones. 

La obra de Cauduro fue ela-
borada en un ángulo del edificio, 
en el cubo de una de las escaleras 
del frente, lo cual permitió al artista 
jugar con la óptica del espectador. 
Ocho murales relativos a los “siete 
crímenes mayores”. 

En la planta baja destaca un 
tzompantli, o muro de cráneos, que 
simbolizan por un lado el triunfo 
en la guerra e inhiben a la vez a los 
enemigos. Arriba dos murales sobre 
los crímenes de violación y tortura, 
más arriba los murales referentes a 
crímenes como homicidio, repre-
sión y secuestro. La idea es simple, 
llevarnos a  reflexionar sobre la cri-
minalidad que cada día nos acecha. 

La justicia nace de una antino-
mia, no es más común la injusticia, 
por eso el mural es una contrapro-
puesta. 

En la parte superior del mural 
se encuentran ángeles con lanzas, 
en cierto sentido, introducidas en 
el propio mural, invitándonos a in-
terpretarlo positivamente como 
una expresión de la búsqueda, más 
elevada, de una solución de esa trá-
gica realidad.

Tal vez la imagen más llamati-
va sea la de los archiveros a medio 
abrir en los que destacan fantasma-
góricamente rostros y bustos de 
personas, filas de expedientes ya-
cen sobre el suelo y hay sangre en 
distintos puntos. Alguna persona re-
lacionada con la administración de 
justicia me comentó que al mirar 
ese mural se sintió imperiosamente 
llamada a trabajar pues le represen-
taba el caudal de asuntos que por 
desidia o formalismo dejaban en 
suspenso el anhelo de justicia de 
muchos; al mismo tiempo relacio-
naba este mural con el de Orozco 
en el que se ve una justicia sedada 
y descuidada, dos murales, de dos 
épocas distintas que fueron inter-
pretados por una persona, como 
el llamamiento a ser diligente en 
su trabajo para lograr una justicia 
pronta y expedita.

Cauduro manifestó en una en-
trevista: “Es muy importante hacer 
este tipo de obras donde mucha 
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gente pueda verlas.” Los murales 
de Cauduro, debe decirse, tuvieron 
muy buena acogida en la opinión 
pública y merecieron el reconoci-
miento a la Suprema Corte como 
una institución abierta a la crítica.

En este 2011 que a nivel Ibe-
roamericano se ha planteado como 
tema de reflexión “la educación de 
los jueces”, en México sería conve-
niente preguntarnos por la educa-
ción visual, de ahí que reflexionar 
sobre los murales de nuestras sedes 
judiciales puede ser una opción.

Justo cuando vivimos la resaca 
del bicentenario, vienen a nuestra 
mente imágenes como las del mu-
ral Orígenes de la creación de la 
Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, ubicado en el ala sur del 
edificio. Este mural fue un regalo 
de la Secretaría de Educación Pú-

Otero

blica con motivo del nuevo milenio; 
su autor, el muralista Héctor Cruz 
García, narra el origen del Estado 
mexicano mediante la lucha de 
Independencia y los hechos fun-
damentales para la creación de la 
Nación y de un órgano que sea 
responsable de hacer cumplir las 
leyes; además, se encuentran pinta-
dos los personajes que han hecho 
posible la consolidación del Estado 
mexicano ¿es simplemente un mu-
ral para entretener a los visitantes?, 
¿pasará lo mismo con los murales 
de Cauduro cuando nuestra sor-
presa acabe?

Ciertas pinturas puestas en 
lugares visibles para muchos y de 
cierta dimensión, son una forma de 
educación visual, pero también son 
una forma de expresión y por tanto 
cada mural es un mensaje abierto, 
dispuesto para ser interpretado por 
cada observador. Muchos artistas 
utilizaron y utilizan una pared para 
generar conciencia, el último mural 
pintado en la Suprema Corte, por el 
ecuatoriano Santiago Carbonell lle-
va por título Caminos de palabras y 
silencios, de hombres y mujeres, de 
recuerdos y de olvidos, con un tema 
de por sí actual, la otredad, el margi-

nado, el mexicano por el que traba-
ja cada Juez, un muy buen mensaje, 
para buenos entendedores.

Finalmente para los que creían 
que la muralística nacionalista esta-
ba muerta, el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa es-
trenó murales de Ariosto Otero, 
con un claro estilo retro, con total 
referencia a la muralística mexica-
na de las décadas de los treinta y 
cuarentas. 

Valdría la pena reflexionar si to-
davía se inflama el espíritu nacional 
y nos lleva a ser mejores ciudadanos 
ver a Morelos y a Hidalgo desfilar 
y nos provoca repugnancia el roza-
gante burgués que presume un fajo 
de billetes producto de la explota-
ción laboral. Pero independiente-
mente de esta posible parafernalia 
simbólica nacionalista trasnochada, 
persiste la interrogante sobre pa-
ra quién son esos murales; influyen 
positivamente sus imágenes en los 
ánimos de sus trabajadores, o úni-
camente generan reverencia en el 
que pisa estos recintos. Por eso se 
llama mural, porque frente al gran 
muro con esa imagen patriótica 
deberíamos sentir nuestra peque-
ñez o nuestra grandeza.

Carbonell
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C
onsejo de la Judicatura Federal

Reciben certificado 
de bachillerato, 
trabajadores del PJF
José Andrés Núñez Durán

La Secretaría de Educación Pública (SEP) y el Centro Nacional de Eva-
luación para la Educación Superior (Ceneval), certificaron a 32 servi-

dores públicos del Consejo de la Judicatura Federal, tras haber aprobado 
el examen único de acreditación de conocimientos. 

En el aula magna del edificio del Poder Judicial de la Federación Pris-
ma se llevó a cabo la entrega de certificados a quienes concluyeron sus 
estudios de nivel medio superior, a través del sistema abierto de ense-
ñanza correspondiente al ciclo mayo-septiembre de 2010.

El licenciado Enrique Sumuano Cancino, Secretario Ejecutivo de Ad-
ministración, reconoció a los servidores públicos el empeño y entusias-
mo que mostraron al enfrentar los diferentes retos que se presentaron 
en el camino para concluir una etapa académica tan importante como es 
la enseñanza media.

Actualizan a titulares
en el ramo administrativo
José Andrés Núñez Durán

Con el propósito de capacitar a Magistrados de Circuito, 
Jueces de Distrito y secretarios de los órganos jurisdic-

cionales del Consejo de la Judicatura Federal en temas fisca-
les, la doctora Yolanda Ramírez Soltero impartió el curso de 
Actualización Legislativa en Materia Administrativa. 

Durante el curso, que tuvo lugar en el auditorio del edificio del Poder 
Judicial de la Federación Las Flores, se analizaron las leyes de Ingresos 
de la Federación y del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios 
(IEPS), así como los comprobantes electrónicos y el Impuesto Sobre la 
Renta (ISR). Entre los asistentes se contó con la presencia del Consejero 
Juan Carlos Cruz Razo. 

En su exposición, la doctora Ramírez Soltero habló sobre la nece-
sidad de terminar con aquellos estímulos fiscales infuncionales para los 
contribuyentes, ya que el verdadero problema surge con la condonación 
de deudas a defraudadores del sistema hacendario. “Hay que sancionar-
los, porque la falta de ingresos provoca un déficit en las estructuras de los 
créditos fiscales”, argumentó.

El Secretario Ejecutivo de Admi-
nistración, Enrique Sumuano Cancino, 
entregó los certificados de bachillerato 
a servidores públicos del Consejo de la 
Judicatura Federal.

La doctora Yolanda Ramírez 
Soltero. 
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Maestría en Derecho, anhelo 

de la CCJ de Chetumal

Isabel Salmerón

La Casa de la Cultura Jurídica 
de Chetumal, Quintana Roo, 
Ministro Alfonso Abitia Arza-

palo, renueva sus instalaciones para 
recibir a cientos de ciudadanos, en-
tre ellos abogados, que han elegido 
esta ciudad capital para forjarse un 
futuro y contribuir al desarrollo in-
tegral de la entidad. 

En torno a este espacio, la co-
munidad jurídica ha conformado un 
punto de reunión y hermandad que 
les permite no sólo adentrarse en 
el ámbito jurídico de la entidad, sino 
también en su historia y compartir 
experiencias de sus estados de ori-
gen, estrechando los lazos de unión.

Una gama 
de oportunidades
Apenas hace un año que María An-
tonieta del Campo Rodríguez llegó  

a dirigir la Casa de la Cultura Jurídi-
ca (CCJ), institución de más de una 
década de existencia que fue co-
brando prestigió ante la comunidad 
de esta ciudad y poblaciones aleda-
ñas, hasta convertirse en el punto 
de encuentro de legos. 

Tras alcanzar la excelencia en 
los diversos cursos que imparte, 
contar con la biblioteca más com-
pleta de la entidad y con un amplio 
acervo histórico, hoy Del Campo 
Rodríguez tiene una ilusión: que la 
Casa de la Cultura imparta, en co-
ordinación con alguna universidad, 
una maestría en Derecho.

La CCJ de Chetumal, a diferen-
cia de las del resto de la República, 
tiene particularidades que le per-
miten diseñar un amplio y variado 
programa de actividades.

El hecho de ser la entidad fe-

derativa más joven del país, -1974-, 
hace posible realizar conferencias 
sobre la creación del Estado y con-
tar con disertantes que participaron 
directamente en su consolidación, 
así como en la construcción de su 
Constitución Política, como son los 
ex diputados. 

El continuo arribo de familias 
que buscan en Chetumal un lugar 
para asentarse, encontraron en la 
Casa de la Cultura Jurídica un pun-
to de encuentro para conocer más 
sobre la entidad que los acoge y 
fortalecer los lazos de convivencia 
con sus vecinos. 

“Y es que la Casa no es un re-
cinto exclusivo para abogados, está 
abierta para todo el público que 
habitualmente acude a escuchar 
conferencias sobre diversos temas 
de cultura general”, apunta Del 
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mática social de la entidad dirimida 
en el ámbito jurisdiccional como 
expedientes sobre narcotráfico en 
su modalidad de consumo, venta, 
cultivo; procesos de personas de-
tenidas en la época Delahuertista 
acusadas de rebelión; casos relati-
vos a la explotación de tierras, tala 
de árboles y conflictos mercantiles.

Hay un expediente curioso
En la Isla de Cozumel era muy fre-
cuente el paludismo y la hepatitis; 
cuando los trabajadores se enfer-
maban como no contaban con 
seguridad social tenían que pedirle a 
un Juez de Cozumel que solicitará a 
un Juez de Distrito la autorización pa-
ra que médicos peritos los revisarán 
y determinaran su estado de salud a 
fin de que se les diera descanso.

Casas de la Cultura, 
punto de encuentro
Para el Juez Rogelio Eduardo Leal 
Mota, titular del Primer Juzgado de 
Distrito en Chetumal, las Casas de 
la Cultura Jurídica son una institu-
ción muy noble que permite allegar, 
de manera tangible, tanto al foro 
de abogados que se desempeñan 
desde diversas trinchera como a 
los estudiantes un acercamiento di-
recto con el quehacer de la SCJN. 

Los cursos, seminarios, diplo-
mados y conferencias son de vital 
importancia para tener la justicia 
óptima que demandan los gober-
nados; exigen no solamente que las 
instituciones jurídicas o los órganos 
jurisdiccionales impartan justicia de 
manera pronta y expedita como lo 
marca la Constitución, sino que sus 

Campo Rodríguez. 
Un ejemplo del entusiasmo con 

el que asisten y participan es, sin 
duda, la conferencia que dentro del 
ciclo de eventos conmemorativos 
del Bicentenario de la Independen-
cia y Centenario de la Revolución, 
se ofreció sobre La vida de Felipe 
Carrillo Puerto. Los ponentes die-
ron una visión jurídica sobre el per-
sonaje y la concurrencia participó 
activamente al relatar anécdotas y 
datos históricos, terminando el en-
cuentro en una tertulia. 

En el ánimo de incluir a la so-
ciedad en general, en 2010 se llevó 
a cabo un seminario sobre Respon-
sabilidad en la Práctica Médica don-
de se aprovechó el acervo histórico 
que se tiene en materia de medici-
na legal. 

Rebeliones y tráfico 
de mercancías
La riqueza documental que alberga,  
integrada por 799 expedientes, da 
cuenta de la historia del estado, an-
tes de que fuera configurado como 
tal, prácticamente desde la Revolu-
ción Mexicana. Catalina Widman 
Valencia, encargada de la cataloga-
ción de los expedientes del archi-
vo judicial, refiere que cuentan con 
documentos que datan de 1917.

“Revisar los documentos his-
tóricos es viajar al pasado”, dice 
Widman Valencia. Basta abrir un 
expediente del siglo pasado para 
corroborar que en la entidad las 
principales peticiones eran sobre 
aduanas, con el objetivo de evitar el 
paso de mercancías extranjeras a te-
rritorio mexicano o que salieran de 
éste mercancías nacionales sin el pa-
go del respectivo impuesto, ya que 
al colindar con Belice se registraba 
un alto grado de contrabando.

Estos documentos también nos 
ofrece una radiografía de la proble-

Catalina Widman Valencia,

Rogelio Eduardo Leal 
Mota

Alejandro Brito 
Soberanes

María Antonieta 
del Campo Rodríguez
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Amparo Inés Pascual 
Andrade

Sergio Javier Gómez 
Izquierdo

Jesús Eduardo Muñoz 
León

abogados, quienes acuden a solici-
tar justicia a los órganos jurisdiccio-
nes, estén bien capacitados. 

Excelencia en los cursos
La CCJ coadyuva sustancialmente 
en la homologación de conoci-
mientos tanto de magistrados co-
mo de jueces y abogados litigantes, 
lo que permite tener un debate 
de altura, con argumentos sólidos, 
elevando la calidad de la imparti-
ción de justicia, dice Alejandro Brito 
Soberanes, coordinador de Jueces 
Calificadores del Juzgado Califica-
dor Municipal en Chetumal. 

“Esta casa es una opción im-
portante para la sociedad chetu-
maleña, sobre todo para quienes 
nos dedicamos al derecho, los que 
ejercemos y continuamos prepa-
rándonos. A mí me dio la oportuni-
dad de tomar cinco diplomados en 
diferentes áreas, con lo que he for-
talecido mis conocimientos, tanto 
para litigar como para la docencia, 
ya que soy profesor de la Universi-
dad de Quintana Roo”.

Mantenerse actualizado, 
el objetivo
“Alguien me invitó y me volví un 
asiduo visitante de la CCJ, donde 
no sólo he tomado cursos sino 
también he sido ponente”, dice 
Sergio Javier Gómez Izquierdo, mé-
dico Legista de la Procuraduría Ge-
neral de Quintana Roo.

“Soy perito médico legista y el 
soporte jurídico que me ha dado la 
Casa de la Cultura Jurídica con di-
plomados, seminarios, conferencias, 
me ha servido para actualizarme 
y contar con las armas necesarias 
para defender mis dictámenes que 
contienen un sólido fundamento 
criminalístico. Todo lo que se apren-
de aquí se aplica en los juzgados”. 

La frecuencia con la que abo-

gados, antropólogos, historiadores, 
médicos, visitan la CCJ la ha confir-
mado como punto de encuentro, 
dice el médico legista.

En la misma tesitura Jesús 
Eduardo Muñoz León, Defensor 
Público Federal adscrito al Cen-
tro de Operación Estrategia de la 
Subdelegación de Procedimientos 
Penales B de la Procuraduría Ge-
neral de la República en Chetumal, 
destaca las bondades de este re-
cinto que sobresale de otros por 
sus instalaciones, cursos, acervo 
documental y la más completa bi-
blioteca.

Las conferencias, diplomados, 
talleres, videoconferencias, permi-
ten a gente externa al Poder Judicial 
de la Federación formarse acadé-
micamente para poder aplicarlo en 
la práctica.

”Aquí tomé un diplomado en 
derecho civil que, aunque no está 
enfocado de manera directa a mi 
función como defensor público fe-
deral, nos permite tener mayores 
herramientas para poderlas utilizar 
cuando ejercemos nuestra funcio-
nes de defensa”.

Un juicio de primera
Este no es un día como cualquier 
otro, hoy se llevará a cabo la repre-
sentación de la sesión de la SCJN 

donde se aprobó que los tran-
sexuales puedan cambiar su nom-
bre ante el registro civil.

Amparo Inés Pascual Andrade, 
estudiante de octavo semestre de 
la carrera de Derecho de la Uni-
versidad de Quintana Roo, ha re-
pasado la sesión un sinnúmero de 
veces, sobre todo la disertación del 
Ministro Presidente a quien repre-
sentará. Inicia la sesión y con vehe-
mencia ella y sus compañeros dan 
vida a los Ministros: analizan, cues-
tionan, discuten y al final el fallo es 
a favor de quienes cambiaron de 
sexo y ahora desean cambiar de 
nombre.

Entusiasta como todas las jó-
venes, Amparo Inés se dice satisfe-
cha de lo que le ha brindado este 
espacio, pues mientras que en la 
universidad recibe la teoría en este 
recinto obtiene la práctica a través 
de las conferencias, de los fallos de 
los Ministros y de las tesis relevan-
tes.  

“Desde el primer semestre 
visito la CCJ y me ha abierto el 
panorama sobre el derecho. Aquí 
podemos interactuar con aboga-
dos postulantes, jueces, magistra-
dos, conocer cómo se manejan los 
casos y lo nuevo en materia de de-
recho no sólo en México sino en 
el mundo”. 
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Aplicar la ley con verdadera equidad e igualdad implica considerar 
necesariamente las desventajas en que las mujeres se encuentran 
y la manera en que las condiciones estructurales de nuestra so-

ciedad provocan que las normas jurídicas y las sentencias que se dictan 
afecten de manera diferenciada a hombres y mujeres. Una ley puede ser 
discriminatoria si no responde razonablemente a las diferencias. 

Así lo afirmó la Ministra Olga Sánchez Cordero, integrante de la Comi-
sión de Equidad de Género de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN), e hizo hincapié en que aplicar la ley con equidad de género no 
significa de ninguna manera favorecer incondicionalmente a las mujeres, 
sino incorporar una perspectiva diferente, dirigir el conflicto del caso de 
forma diferenciada.

Durante su participación en la ceremonia de entrega de diplomas a 56 
trabajadores del Poder Judicial de la Federación que concluyeron el Diplo-
mado Virtual sobre Argumentación Jurídica, Aplicación de los Estándares 
Internacionales de Derechos Humanos y de la Perspectiva de Género, 
destacó que los participantes fueron dotados de herramientas jurídicas 
pero sobre todo interpretativas, que son fundamentales en el contexto en 
el que desarrollan sus labores cotidianas.

Acompañada del representante en México de la Alta Comisionada de 
las Naciones Unidad para los Derechos Humanos, Javier Hernández Va-
lencia; la coordinadora del diplomado, Sandra Serrano García y el coor-
dinador de Posgrados e Investigación de la Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales (FLACSO), Luis Daniel Vázquez Valencia, relató algunos 
casos en los que la discriminación estuvo presente en el proceso. 

Juzgar con equidad de género

Isabel Salmerón
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El 7 de febrero de 1995 se lle-
vó a cabo la primera sesión 
pública de la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN), cumple, por tan-
to, 16 años de efectuar, “desde la 
salida del sol hasta el ocaso”, una 
renovada interpretación constitu-
cional. 

Durante estos años de estu-
dio constitucional, la Primera Sala, 
a través de los casos sometidos 
para su resolución, ha construido 
diversos criterios de gran trascen-
dencia jurídica para el gobernado, 
entre otros, en materia de pen-
sión alimenticia, divorcio, violencia 
intrafamiliar e interés superior del 
niño. Pérdida de la patria potestad, 
libertad de expresión, derecho a 
la información, al honor y privaci-
dad. Principio de no discriminación, 
debido proceso penal, garantía de 
acceso a la impartición de justicia y 
tutela jurisdiccional. 

La Sala, en suma, durante estos 
años se ha convertido en un refe-
rente constitucional en materia de 
derechos fundamentales, un punto 
de reflexión, crítica y autocrítica, 
un espacio de generación de con-
ciencia y diálogo con los diversos 

sectores de la sociedad. 
Para lograr lo anterior, el es-

fuerzo de ninguna manera ha sido 
menor. Como ejemplo está la po-
lítica de incorporar, vía su facultad 
de atracción, asuntos cuyo tema se 
refiere a garantías individuales dis-
tintas a las que señala la fracción IV 
del artículo 31 constitucional. Me-
diante esta política se han genera-
do criterios de gran trascendencia, 
toda vez que lo resuelto en ellos 
refleja los problemas cotidianos a 
los que se enfrenta la ciudadanía. 

Está también el programa de 
contradicciones de tesis pendien-
tes de resolver, por medio del cual 
se incentiva la participación de jue-
ces y magistrados federales, tribu-
nales superiores de las entidades 
federativas, sectores académicos y 
sociedad en general. Es de comen-
tar que este medio ha permitido, 
además de fomentar una cultura 
constitucional, generar interlocu-
tores y establecer una herramienta 
de trabajo al servicio de juzgado-
res e investigadores en general.

Permítaseme concluir estas 
líneas de aniversario de la Prime-
ra Sala, recordando unas palabras 
del ministro José de Jesús Gudiño 

Genaro González Licea

Primera Sala, referente constitucional de derechos fundamentales 
Cumple 16 años en su nueva integración

Pelayo, quien al momento de su 
fallecimiento la presidía. Él decía 
que paralelamente a fomentar los 
derechos fundamentales, era indis-
pensable también fortalecer nues-
tro juicio de amparo. 

“Esto es, en mi opinión (Inge-
niería judicial y reforma de Estado. 
Preocupaciones, inquietudes, espe-
ranzas) lo que justifica la expedi-
ción de una nueva Ley de Amparo: 
el rediseño del juicio de amparo 
como instrumento protector de 
los derechos fundamentales del in-
dividuo, de acuerdo con las actua-
les necesidades y circunstancias. De 
otra manera, no hay razón alguna 
para la expedición de una nueva 
ley, pues si el amparo continúa con 
el mismo esquema vigente hasta 
estos instantes, basta y sobra con 
efectuar las modificaciones nece-
sarias a la actual Ley de Amparo. 
¿Para qué una nueva ley si la es-
tructura y el alcance del juicio de 
amparo, en lo fundamental, perma-
necen intocados?”. 

Derechos fundamentales y 
nueva Ley de Amparo constituyen 
un binomio capital, en el cual, sin 
duda, la participación de la Sala ha 
sido de gran importancia. 

Paralelamente a fomentar los derechos fundamentales, era indispensable fortalecer el juicio de amparo: Ministro José 
de Jesús Gudiño Pelayo
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Uno de los beneficios de ca-
rácter extralegal que, por lo 
general, se han establecido 

en las contrataciones individuales o 
colectivas de trabajo, lo constituye el 
denominado “fondo de ahorro” que 
reciben los trabajadores en activo de 
una empresa o rama de la industria 
mientras subsiste la relación laboral, 
y que se integra con las aportacio-
nes en dinero que hacen el traba-
jador, a través del descuento de un 
porcentaje de su salario, y el patrón, 
ya sea en forma semanal, catorcenal, 
quincenal o mensual, fondo del cual 
podrán disponer los trabajadores, 
según se prevea en la contratación, 
una o dos veces al año.

A la par de la importancia de 
este beneficio, cuya finalidad es, 
además de acrecentar las percep-
ciones que reciben los trabajadores 
con motivo de su trabajo, el fomen-
tar en éstos el hábito del ahorro, se 
generaron algunos cuestionamien-
tos relacionados a si dicho fondo 
debía o no formar parte integrante 
del salario para efectos de determi-
nar: a) la cuantía de la indemniza-
ción por despido injustificado o por 
terminación de la relación laboral 
por muto acuerdo; b) el monto de 
la pensión alimenticia; y c) el cálculo 
de la prima de antigüedad.

Sobre estos casos, diversos 
Tribunales Colegiados de Circuito 
especializados en materia civil y la-

boral realizaron pronunciamientos 
encontrados.

Los primeros consideraron que 
el fondo de ahorro, para efectos 
del pago de la pensión alimenticia, 
sí constituye una prestación que 
integra el salario del trabajador al 
percibirse como parte de su la-
bor; mientras que los segundos, 
para efectos del cálculo y pago de 
la indemnización y de la prima de 
antigüedad concluyeron que dicho 
fondo no forma parte integrante 
del salario, al tratarse de una pres-
tación extraordinaria que no se en-
trega al trabajador por sus servicios, 
sino con el único fin de fomentar 
el ahorro.

Configurada la contradicción 
de criterios, que consistió en deter-
minar si el fondo de ahorro que se 
otorga a un trabajador constituye 
un elemento que deba conceptua-
lizarse como parte integrante de su 
salario, la Segunda Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, 
tomando en cuenta diversos asun-
tos en los que se cuestionó lo que 
debe entenderse por salario y los 
conceptos con los cuales se integra, 
estableció que en términos de lo 
que disponen los artículos 82 y 84 
de la Ley Federal del Trabajo, el sa-
lario de los trabajadores se integra 
con los pagos en efectivo por cuo-
ta diaria, gratificaciones, percepcio-
nes, habitación, primas, comisiones, 

prestaciones en especie y cualquier 
otra cantidad o prestación que se 
entregue al trabajador por su servi-
cio de manera permanente, ya sea 
que derive del contrato individual 
de trabajo, del contrato colectivo o 
de cualquier otra convención, inclu-
so de la costumbre.

De igual forma, estableció que 
el fondo de ahorro constituye una 
prestación extralegal que se integra 
con las aportaciones que hacen el 
patrón y el trabajador, quien la per-
cibe a cambio de su trabajo, y que 
las cantidades aportadas por el pa-
trón en virtud del fondo de ahorro 
son en beneficio exclusivo de los 
trabajadores, al incrementar su sala-
rio y cuyo fin primordial es fomen-
tar en éstos el fondo de ahorro. 

De las anteriores premisas, la 
Segunda Sala concluyó que el fondo 
de ahorro, como prestación extrale-
gal que se entrega al trabajador por 
su servicio, forma parte integrante 
de su salario, pero únicamente res-
pecto de las aportaciones realiza-
das por el patrón para tal efecto, 
pues resultaba de enorme impor-
tancia tener en consideración que 
sólo estas últimas son las que cau-
san un incremento en dicho salario, 
al tener como finalidad remunerar 
el trabajo personal subordinado, a 
diferencia de la porción que aporta 
el trabajador, la que se obtiene, vía 
descuento, de su propio salario.

Segunda Sala 
Fondo 
de ahorro. 
¿Forma parte 
integrante 
del salario?

Óscar Zamudio Pérez
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Como cada año, el 19 de febrero Sindicato de Trabajadores del Po-
der Judicial de la Federación (PJF), de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN) y del Consejo de la Judicatura Federal (CJF),  

festejó el Día del Intendente.
En esta ocasión la cita fue en un salón de fiestas ubicado al sur de la 

ciudad, donde se degustaron deliciosos platillos y decenas de trabajado-
res, algunos en compañía de su familia, acudieron puntualmente. 

Orgullosos de la labor que realizan y conscientes de que muchas 
veces pareciera no ser valorada, escucharon con interés la reflexión de 
Rodolfo Héctor Lara Ponte, Oficial Mayor de la SCJN, quien subrayó que 
el trabajo que realiza el personal de intendencia aunque pareciera poco 
visible representa un factor insoslayable para que juzgados y tribunales 
del CJF y la SCJN lleven a cabo su misión.

“A ustedes debemos la personalidad de los aposentos de trabajo, 
también la preservación de los recintos que, algunos con valor histórico 
y artístico, forman parte del PJF y del patrimonio jurídico”.

Con la representación del Ministro Juan Silva Meza, Presidente de la 
SCJN y del CJF, Lara Ponte reconoció que son las labores de todos los 
servidores públicos las que permiten operar las instituciones del Estado 
ayudando a que puedan cumplir su objetivo de servir cada vez mejor a 
la sociedad. 

En este sentido, señaló que el PJF está comprometido con una nueva 
dinámica administrativa que aproveche mejor las capacidades y poten-
cialidades de cada uno de sus trabajadores. De ahí que se procure el 
constante desarrollo humano de las y los trabajadores.

Juan Bautista Reséndiz, secretario general del Sindicato, habló de la 
labor de los oficiales de Servicios y Mantenimiento y los convocó a seguir 
por el camino de la eficiencia, ya que el trabajo cuando es bien realizado 
constituye la clave del éxito de las personas y de las instituciones.

Bautista Reséndiz dejó constancia del orgullo que significa pertenecer 
al PJF y contribuir a su engrandecimiento desde la trinchera laboral que  
corresponde a cada uno. Refrendó el compromiso de trabajar en unidad 
y armonía sindicato y autoridades.

En la mesa de honor estuvieron el Consejero de la Judicatura Federal, 
César Esquinca Muñoz; el Oficial Mayor de la SCJN, Rodolfo Héctor Lara 
Ponte; el Secretario General del Sindicato de Trabajadores del PJF, Juan 
Bautista Reséndiz y, el director General de Intendencia de la SCJN, Juan 
Manuel Feregrino Amozorrutia, entre otros.

Como parte del convivio se rifaron DVDs, hornos de microondas, te-
levisores, minicomponentes y un viaje al Puerto de Acapulco, resultando 
ganador Andrés Valencia Galicia, adscrito a la Suprema Corte. 

De fiesta, personal
de intendencia

Isabel Salmerón
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Al igual que el Poder Judicial de la Federación (PJF) se moderniza para responder fielmente a las demandas 
de la ciudadanía, en la Gaceta Compromiso buscamos satisfacer las necesidades de nuestros lectores, por 
eso pedimos tu colaboración para responder el siguiente cuestionario, vía correo electrónico en la dirección: 
comsoc@mail.scjn.gob.mx

1. La Gaceta Compromiso es:
a) Buena
b) Regular 
c) Mala

2. La información que publica es:
a) Interesante
b) Aburrida
c) Intranscendente

3. Las secciones son adecuadas:
a) Si
b) No

4. ¿Cumple con su función de ser 
el órgano de información del 
PJF? 
a) Si
b) No

5. ¿Qué información te gustaría 
encontrar?
a) De tipo jurisdiccional
b) De tipo jurisdiccional 
	 involucrando más la labor 
	 de Jueces y Magistrados
c) Actividades administrativas
d) Historias del personal.
e) Publicación de documentos 		
	 históricos reseñados de manera 	
	 amena.

6. Recibes la Gaceta Compromiso 
periódicamente

	 a) Si
	 b) No

7. Cómo quieres recibir la Gaceta
	 a) Versión impresa
	 b) Versión electrónica
	 c) Ambas.

8. ¿Qué uso le das a la Gaceta 
Compromiso?

	 a) La colecciono
	 b) La leo y la tiro.
	 c) No la leo

9. ¿Qué sugieres para mejorar 
	 el contenido y la presentación 	

de la Gaceta?

10. Tú formación académica es:

a) Estudiante de Derecho
b) Estudiante de otra carrera 		
	 universitaria
c)	Abogado
d)	Juez
e)	Magistrado
f)	 ninguna

Danos tu opinión

Al asistir con la representación del Poder Judicial de la Federación a la ceremonia del Día de la Bandera, que encabezó 
el titular del Ejecutivo Federal, Felipe Calderón Hinojosa, el Ministro Juan N. Silva Meza, Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, afirmó que la enseña nacional, al igual que la Constitución, 
simboliza un pacto de hermandad y libertad del que nadie puede quedar excluido.
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Trabajos de la “Mesa de Ética Judicial” 
en la 5ª Asamblea Ordinaria de la AMIJ

Una verdad que hoy nadie 
puede negar es el significa-
tivo y creciente avance que 

la ética judicial ha tenido en los dife-
rentes órganos judiciales y jurisdic-
cionales del país representados en 
la Asociación Mexicana de Impar-
tidores de Justicia (AMIJ), la cual, en 
todas sus reuniones, ha reservado 
un lugar especial a los trabajos de 
este tema. La más reciente diser-
tación y análisis tuvo lugar durante 
la 5a Asamblea Ordinaria celebra-
da en Ixtapan de la Sal, Estado de 
México, en noviembre pasado.

Varias son las expresiones que 
demuestran el interés al que nos 
referimos; en primer lugar, podría-
mos señalar la especial recepción 
que la mesa sobre Ética Judicial tu-
vo entre los asistentes, pues a ésta 
concurrieron 58 personas. 

Varios fueron los temas que se 
tocaron en la referida mesa, entre 
los que destacan dos: I) el docu-
mento relativo a la Responsabilidad 
ética del funcionario judicial y, II) las 
reformas y adiciones al Código Mo-
delo de Ética Judicial para los im-
partidores de justicia de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Antes de reseñar estos docu-
mentos conviene resaltar otros tres 
temas que igualmente se analizaron 
en la Mesa de Ética Judicial y que 
guardan una relación directa con los 
dos asuntos que destacaré a conti-
nuación. El primero de estos fue la 
conferencia que dictó el Ministro 
en retiro, Juan Díaz Romero, quien 

abordó precisamente el tema de la 
responsabilidad ética del funciona-
rio judicial, e hizo ver la importancia 
de ir pensando en dicho tema co-
mo requisito para el buen desem-
peño de los tribunales del país.

En íntima relación con el con-
tenido de la conferencia, el Ministro 
Mariano Azuela informó sobre las 
dos recomendaciones que la Comi-
sión Nacional de Ética Judicial emi-
tió en 2009 y en 2010, la primera 
relativa a los nombramientos de 
subordinados jerárquicos de Ma-
gistrados y Jueces dentro de Poder 
Judicial de la Federación y, la segun-
da, sobre la cortesía judicial. De ca-
da una de estas recomendaciones 
se ha dado cuenta en este espacio 
y la propia Corte ha publicado en 
su Serie Opiniones Consultivas de 
Asesoría y Recomendaciones de la 
Comisión Nacional de Ética Judicial, 
el texto completo de las mismas, de 
modo que ya ha habido una infor-
mación detallada de su contenido. 
Sin embargo, lo que no se ha desta-
cado del todo es el fuerte impacto 
e influencia que la recomendación 
01/2009 ha ejercido en diversos 
círculos administrativos judiciales 
y jurisdiccionales del país. Así, por 
ejemplo, se tiene noticia de que en 
tribunales superiores como los del 
Distrito Federal y de Baja California, 
se han tomado medidas para que 
de alguna forma se implementen 
en su respectiva jurisdicción las su-
gerencias generales que en la citada 
Recomendación se establecieron. 

Javier Saldaña Serrano
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cluyen implícitamente la referencia 
a la dignidad de la persona, no había 
existido en ningún documento de 
esta naturaleza una referencia explí-
cita a la dignidad de la persona co-
mo la que ahora el Código Modelo 
establece. Esto sirve para no olvidar 
que es la dignidad de la persona el 
único motivo que ha de guiar los 
trabajos de los juzgadores del país.

La otra novedad que en el re-
ferido documento se encuentra es 
el reconocimiento que se puede 
hacer a los servidores judiciales que 
se han distinguido, a lo largo de su 
trayectoria profesional, por su in-
tachable conducta ética tal como 
señala el artículo 15. “Cada órgano 
judicial o jurisdiccional, conforme a 
las regulaciones aplicables o a los 
acuerdos que tome, podrá instituir 
reconocimientos a los servidores 
judiciales sin importar su catego-
ría que se hayan distinguido por su 
conducta ética ejemplar”. Con esto, 
se convalida la misión de la ética ju-
dicial, la cual no busca en lo absoluto 
castigar a nadie, sino premiar el des-
empeño que a través de toda una 
vida ha sido ejemplar por haberse 
apegado a los principios éticos.

Las novedades anteriores vie-
nen a constituir toda una revolu-
ción en el terreno del derecho y 
específicamente de la ética judicial 
y, en mi opinión, colocan a los pode-
res judiciales del país en uno de los 
primeros lugares de Iberoamérica 
en reconocer y tomarse en serio el 
argumento ético.  

No obstante, el dato más sig-
nificativo a destacar es que a partir 
de tal Recomendación el Consejo 
de la Judicatura Federal por Acuer-
do del 26 de junio de 2010, es-
tableció como obligación de los 
Jueces y Magistrados la de no rea-
lizar nombramientos de Actuario 
o Secretario de Tribunales de Cir-
cuito y Juzgado de Distrito sin que 
dichos funcionarios hayan antes 
acreditado los exámenes de apti-
tud respectivos o los cursos que 
para tal efecto imparte el Instituto 
de la Judicatura Federal. Del tema 
de la cortesía judicial esperamos 
que se tenga igual reacción que la 
anterior.

Comentando ya los documen-
tos sobre la responsabilidad ética 
del funcionario judicial y el de las 
modificaciones y adiciones al Có-
digo Modelo de Ética Judicial para 
los impartidores de Justicia de los 
Estados Unidos Mexicanos, habrá 
que decir que en la referida Mesa 
se dieron pasos significativos y tras-
cendentales, porque por primera 
vez en la historia de los poderes ju-
diciales mexicanos no sólo se ana-
lizó un tema tan relevante como el 
de dicha responsabilidad ética del 
juez, sino que además se aprobó 
por unanimidad la inclusión en el 
Código Modelo de tal responsabi-
lidad ética, específicamente en su 
artículo 16. 3, que a la letra dice: “La 
Comisión Nacional de Ética Judicial, 
como órgano especializado de la 
Asociación Mexicana de Impar-

tidores de Justicia A.C. (AMIJ), en 
materia de ética, únicamente podrá 
determinar responsabilidades, emi-
tir recomendaciones y prestar ase-
sorías en lo concerniente al ámbito 
ético de los asuntos que se le pre-
senten, de conformidad con lo que 
establezca su Reglamento y respe-
tando su naturaleza específica”.

A lado de lo anterior, también 
es digno de destacar el que en el 
mismo documento se haya podido 
incluir y aprobar que los justiciables, 
en lo particular, puedan formular 
peticiones a la Comisión Nacional 
de Ética Judicial, tal como establece 
el artículo 16. 2 que a la letra señala: 
“Cualquier miembro de los órganos 
judiciales o jurisdiccionales repre-
sentados en la Asociación Mexica-
na de Impartidores de Justicia A.C. 
(AMIJ), de manera individual, insti-
tucional o colectiva, podrá activar 
el funcionamiento de la Comisión 
mediante la solicitud respectiva”.

Estas novedades se vienen a su-
mar a otras dos aportaciones origi-
nales que igualmente se incluyeron 
en el referido Código y fueron 
también aprobadas, éstas son la de 
los Fines del Código y los recono-
cimientos a jueces. De los primeros 
conviene destacar la fracción IV, la 
cual señala que se debe “Estimular 
la consolidación del principio de 
dignidad de la persona humana, co-
mo asiento ético de los derechos 
humanos”. A pesar de que se pu-
diera sobreentender que todos los 
trabajos que sobre ética judicial in-
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Después de quince días de 
visita en nuestro país, el 
15 de octubre de 2010 

Gabriela Knaul, relatora especial 
de la ONU para la Independencia 
de los Poderes Judiciales, presentó 
un adelanto de lo que será su in-
forme final sobre la situación que 
guarda la independencia judicial en 
México. 

Antes de hacer una referen-
cia general al contenido de dicho 
documento, es oportuno destacar 
dos aspectos relevantes. El prime-
ro es que 15 días son un lapso 
muy breve para concebir una idea 
completa y precisa de tan delicado 
problema y, por tanto, para presen-
tar ideas novedosas. 

El segundo dato a considerar 
es que el resumen no se refiere 
únicamente a la independencia ju-
dicial, ni exclusivamente a la función 
desarrollada por los jueces, sino a 
un conjunto de temas relativos a 
la administración de justicia en ge-
neral y, por tanto, tratados en for-
ma muy amplia, al plantear asuntos 
relevantes como la autonomía del 
Ministerio Público, el fuero militar 
o las reformas de la justicia para 
adolescentes, entre otros, pero cu-
ya relación es sólo indirecta con la 
independencia judicial. Partiendo 
de estas bases destacaremos ex-
clusivamente los temas relativos a 

El informe de la relatora especial 
de la ONU y la independencia 

						               judicial en México*

* El documento que sirve de base para 
este escrito es la “Declaración de Pren-
sa” de la Sra. Gabriela Knaul, Relatora 
Especial de la ONU, leída el 15 de octu-
bre de 2010

la independencia judicial y aquéllos 
que en forma directa pueden llegar 
a afectar a la misma.

Después de reunirse con di-
ferentes autoridades judiciales y 
jurisdiccionales del país, así como 
con organismos especializados en 
la protección de los derechos hu-
manos y otras instancias de gobier-
no locales y federales, la relatora 
destacó un hecho que por su im-
portancia pone en grave riesgo la 
independencia de los poderes judi-
ciales de todo el país, este es, el re-
lativo a las actividades vinculadas al 
crimen organizado, pues las mismas 
están afectando directamente el 
trabajo de los impartidores de jus-
ticia, quienes en muchas ocasiones 
están siendo sujetos de amenazas e 
intimidaciones por parte de los de-
lincuentes. En este punto, la relatora 
propone “la adopción de un sistema 
integral de prevención y protección 
para todos los operadores de justi-
cia, tanto a nivel federal como en las 
entidades federativas” (p.2).

Efectivamente, en circunstancias 
como las que está viviendo México, 
donde la delincuencia organizada 
intenta penetrar las diferentes ins-
tituciones del país, los poderes ju-
diciales no se encuentran exentos 
de los hostigamientos o presiones 
indebidas que dicha delincuencia 
ejerce, de ahí que tales poderes 
deberán tomar las medidas necesa-
rias para proteger y salvaguardar la 
integridad física de sus integrantes 
pues sólo así se estará preservando 
la independencia subjetiva que todo 

Juez debe de tener para desarrollar 
bien su trabajo. Hasta donde se sa-
be, no se puede afirmar que la gran 
mayoría de juzgadores mexicanos 
se encuentren bajo tales amena-
zas, pero quizá sí sea conveniente 
ir pensando qué hacer en caso de 
que dicho problema se agudice aún 
más. En este punto son paradigmá-
ticos los ejemplos de Colombia y 
Perú, donde se implementaron va-
rias medidas las cuales partieron 
desde un cambio de adscripción, 
hasta la famosa figura de los “Jue-
ces sin rostro”, pasando por asig-
narles custodia personal a él y a sus 
familiares para evitar presiones.

Otro problema referido por la 
relatora de la ONU fue el conoci-
do asunto de la independencia de 
los poderes judiciales de las entida-
des federativas (tribunales superio-
res de justicia de los estados), y de 
otro tipo de instancias igualmente 
jurisdiccionales que no pertenecen 
a los poderes judiciales (Tribunales 
de justicia fiscal, administrativa, las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje y 
los tribunales agrarios). Por lo que 
al primero se refiere, la relatora 
delineó perfectamente la cues-
tión: “por cuanto concierne a los 
Tribunales Superiores de Justicia 
en los estados es frecuente que 
la designación de sus Magistrados 
se realice –en la práctica– por el 
Gobernador, aunque sea ratifica-
do por el Congreso. Esta vincula-
ción al Poder Ejecutivo llega a tal 
grado que determina, de facto, la 
designación de los presidentes de 

Javier Saldaña Serrano
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los Tribunales Superiores de Justi-
cia” (p.3). En tanto que al segundo 
asunto la relatora señaló: “A nivel 
federal y estatal preocupa que haya 
ramas de la impartición de justicia 
que no forman parte del Poder Ju-
dicial. Las justicia fiscal, administra-
tiva, laboral y agraria no pertencen 
al Poder Judicial” (ibid).

Una de las mayores dificul-
tades que enfrentan los poderes 
judiciales de las entidades es pre-
cisamente los atentados a la inde-
pendencia judicial provenientes de 
los poderes ejecutivos respectivos, 
los cuales van, como lo señaló la 
relatora, desde el nombramiento 
y remoción de los Magistrados y 
presidentes de los Tribunales Su-
periores, hasta la asignación de los 
recursos materiales con los que 
habrían de funcionar dichos pode-
res; y a pesar de que en algunos es-
tados la ratificación corresponde al 
Congreso local (haciendo un símil 
con los Ministros de la Corte), es 
tal el poder que ejercen los gober-
nadores en sus entidades que difí-
cilmente el legislativo se opondrá a 
quien (s) ha elegido el gobernador 
para ser Presidente del Tribunal o 
Magistrado. Evidentemente que 

desde estas circunstancias hay muy 
poco lugar para hablar de indepen-
dencia judicial en sentido amplio.

Un problema análogo podría-
mos mencionar a propósito de los 
tribunales encargados de la justicia 
fiscal, administrativa, laboral o agra-
ria, cuyos integrantes son nombra-
dos y removidos por el gobierno 
en turno, o por grupos de poder 
que deseen preservar sus intere-
ses. En estos casos tampoco se 
puede hablar de independencia 
judicial pues es claro que los im-
partidores de justicia no podrían 
desarrollar excelentemente su tra-
bajo cuando saben que su puesto 
depende de decisiones externas 
al mismo, como puede ser una 
represalia por alguna decisión que 
afectó al ejecutivo en cuestión. Así, 
por ejemplo, no es ninguna nove-
dad saber de casos donde existen 
iniciativas de ley para desaparecer 
la justicia administrativa y hacerla 
una parte de los Tribunales Supe-
riores respectivos.

Sin duda, proponer una solu-
ción a los dilemas señalados no es 
tarea fácil porque evidentemente 
entran en juego muchos y muy 
variados argumentos; sin embargo, 
quizá la respuesta más plausible 
sea justamente la que la propia Re-
latora propone, esto es, la correcta 
implementación de una “carrera 
judicial” para todo funcionario ju-
dicial, la cual tenga como objetivo 
esencial que las personas que han 
demostrado un conjunto de ido-
neidades técnicas y éticas sean las 
que realmente lleguen a ser Jueces 
y Magistrados. 

Al respecto habrá que decir 
que en México, tanto a nivel federal 
como local, se ha ido establecien-
do paulatinamente dicha carrera 
judicial y muchos poderes judicia-

les estatales han invertido muchos 
recursos para la profesionalización 
de sus Jueces. Evidentemente que 
esto plantea otra serie de inte-
rrogantes que tendrían que resol-
verse, tales como el perfil del Juez 
que se desea tener, o el modelo de 
derecho que se desea aprenda el 
aspirante a juez, etcétera, pero sin 
duda, el que haya un compromiso 
real y sincero por dicha profesio-
nalización nos coloca en el camino 
de la excelencia judicial que mere-
ce la ciudadanía.

Son muchos más los temas que 
la relatora especial trató en su con-
ferencia, pero por razones de espa-
cio no los tocaremos. Sin embargo, 
merece la pena destacar, aunque 
sea en forma rápida, dos argumen-
tos esenciales para la independen-
cia judicial. El primero es el de un 
presupuesto autónomo, adecuado 
y suficiente para todos los poderes 
judiciales, incluyendo por supuesto, 
a la justicia fiscal, administrativa, la-
boral y agraria, el cual no podría ser 
inferior al 2% de los presupuestos 
federales y estatales, sólo así se po-
drá lograr una verdadera autono-
mía financiera y presupuestal de los 
poderes judiciales. 

El segundo asunto es el que 
concierne al papel de los aboga-
dos, los cuales deberían estar so-
metidos a “criterios uniformes de 
calificación para el ejercicio de su 
actividad, así como mecanismos 
de supervisión independiente que 
pueda velar por la calidad, la inte-
gridad, la ética y la honorabilidad 
de la profesión” (p.7). El mecanis-
mo que bien podría ayudar a me-
jorar sustancialmente la calidad de 
los abogados como coadyuvantes 
en la administración de justicia es el 
de la “colegiación”,  sobre la que en 
otra oportunidad volveremos. 

Gabriela Knaul, relatora especial 
de la ONU 



NÚM. 3 FUNDAMENTO DEL SISTEMA
ACUSATORIO Y PERSPECTIVA DE SU

IMPLEMENTACIÓN DESDE LA
EXPERIENCIA LATINOAMERICANA

Dada la reforma constitucional en materia penal de 18 de 

junio de 2008, el sistema penal mexicano derivó del pro-

cedimiento inquisitorio al acusatorio; en ese sentido, esta 

publicación sirve para comprender, en líneas generales, las 

características de dicha variante, así como para conocer 

las formas en que se ha ido implementando en Latinoamé-

rica. Los autores son el Juez mexicano Rodolfo Sánchez 

Zepeda y el Magistrado panameño Miguel A. Espino G., 

ambos especialistas en materia penal.

NÚM. 2 TAREAS LEGISLATIVAS
DEL PODER JUDICIAL: APORTES PARA

UN DEBATE SOBRE LAS
FACULTADES COLEGIADORAS

DE LA CORTE SUPREMA
Este número aborda el tema —prácticamente inaugurado 

por Kelsen en la primera mitad del siglo XX— de las fa-

cultades legislativas de los Tribunales Constitucionales. 

El autor analiza la función judicial desde la Alta Edad Media 

hasta la fecha para demostrar cómo, en el decurso del 

tiempo, los órganos jurisdiccionales han pasado de “decir 

el derecho” a crearlo. 

ESTUDIOS
JURISPRUDENCIALES

DICCIONARIO HISTÓRICO JUDICIAL
DE MÉXICO
IDEAS E INSTITUCIONES
Connotados estudiosos del derecho, de México y del extranjero,  

han participado en esta obra, primer diccionario mexicano de-

dicado a la historia jurisdiccional. En los tres tomos se exponen, 

en orden alfabético, ideas e instituciones que han influido en la 

institucionalización de la administración de justicia en el país. El 

Diccionario también incluye voces de origen germánico, romano 

o europeo en general, que han contribuido en la historia jurisdiccional nacional.

$ 40.00

3 TOMOS
$ 800.00

$ 30.00

Suprema Corte de Justicia de la Nación
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DECISIONES RELEVANTES
EN MATERIA PENAL (2a. ed.)

En estas Decisiones, coeditadas por la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción y el Instituto Nacional de Ciencias Penales, se ha ampliado el conteni-

do de la primera edición (2005) para exponer el sentido en que se ha pro-

nunciado el más alto Tribunal del país sobre temas claves del derecho penal, 

de noviembre de 1996 a junio de 2009. Las síntesis ofrecen datos sobre las 

tesis jurisprudenciales o aisladas que se originaron de estas decisiones.

ESTUDIOS SOBRE HISTORIA DE
LA ORALIDAD EN LA ADMINISTRACIÓN
DE JUSTICIA EN MÉXICO
En dos tomos, esta obra contiene dos trabajos de tipo histórico: uno 

relativo a las razones de los juristas y legisladores mexicanos para 

adoptar los juicios orales desde la segunda mitad del siglo XIX, y 

otro a los debates actuales y el estado general de la legislación en la 

materia. Como apéndice aparece dicha legislación, como se ha desa-

rrollado en las diversas entidades federativas.

$ 220.00

2 TOMOS
$ 350.00

CD-ROM LEY DE AMPARO Y SU INTERPRETACIÓN
POR EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, 2010
Por la relevancia de este ordenamiento, el más alto Tribunal del país pone a disposición 

del foro jurídico esta herramienta de consulta que contiene 12,632 tesis aisladas y de 

jurisprudencia publicadas en el Semanario Judicial de la Federación desde la Quinta Épo-

ca hasta el mes de septiembre de 2010, las cuales están relacionadas con el texto legal 

vigente de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 constitucionales. 

Además, en este disco se puede consultar información como la relativa a la historia le-

gislativa de dicha norma, que permite conocer las reformas de su ar ticulado publicadas 

en el Diario Oficial de la Federación hasta la acontecida el 17 de junio de 2009; asimismo, 

un Diccionario Jurídico sobre la materia que incorpora 171 voces extractadas de crite-

rios sustentados por la Suprema Corte de Justicia y por los Tribunales Colegiados de 

Circuito; un módulo previamente clasificado de consulta general de tesis, y un apartado 

relativo a criterios en materia de improcedencia de la suspensión.

12,632 TESIS AISLADAS Y 
DE JURISPRUDENCIA EN 

MATERIA DE LA LEY DE 
AMPARO, ACTUALIZADAS

A SEPTIEMBRE DE 2010
$ 45.00
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DVD-ROM IUS 2010
JURISPRUDENCIA Y TESIS AISLADAS Junio 1917 - Diciembre 2010
Este disco óptico fue elaborado en una nueva plataforma informática, que permite 

que la aplicación del programa cuente con la misma funcionalidad en distintos modos 

de ejecución (Intranet, Internet y discos ópticos). Ofrece un dispositivo de búsqueda 

que abrevia el tiempo de respuesta en consultas complejas; localiza las tesis a partir 

de su clave de publicación y proporciona los temas relacionados con éstas; filtra el 

resultado de la consulta atendiendo a si se trata de tesis aisladas o de jurisprudencia; 

posibilita la visualización, en el mismo listado, de los resultados de consultas que 

arrojen más de 40,000 tesis. También dispone de un localizador por palabra en la 

sección de tesis, cuyos datos de localización, rubro, texto y precedentes se muestran 

en una sola vista. Asimismo, en la consulta de tesis, se adicionaron filtros más eficien-

tes respecto de tipo de asunto y nombre del ponente; permite además modificar el 

tamaño de la letra y predeterminar la selección de los campos Localización, Rubro, 

Texto y Precedentes, desde la configuración del programa. Otra ventaja de este disco 

consiste en la localización de registros por número de IUS mediante la función de 

Ir a, e imprimir las tesis con o sin datos de localización entre otras novedades. Ordenadamente compila alrededor 

de 226,000 tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno y Salas de la Suprema Corte, así como de los Tribunales Co-

legiados de Circuito, publicadas en el Semanario desde junio de 1917 hasta diciembre de 2010 (Quinta a Novena 

Épocas); 28,304 criterios acopiados en diferentes Apéndices del propio Semanario desde 1954 hasta el 2000 -con las 

actualizaciones correspondientes al 2001 y 2002-, y 6,974 más, contenidos en algunos informes de labores. Permite 

consultar, a partir de ligas, la legislación federal y en algunos casos la estatal, en las tesis publicadas en la Novena Épo-

ca. Incluye también un apartado de criterios interpretativos emitidos por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, un directorio con los datos de los principales funcionarios del Poder Judicial de la Federación, el Informe 

Anual de Labores de 2010 (Anexo documental) y el Código de Ética del PJF, entre otros documentos.

MÁS DE 40,000 TESIS
ACTUALIZADAS A

DICIEMBRE DE 2010,
EN UNA PLATAFORMA

INFORMÁTICA MÁS
ÁGIL Y FÁCIL DE USAR

DVD-ROM $ 120.00

CD-ROM COMPILACIÓN DE TESIS RELEVANTES
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
EN MATERIA TRIBUTARIA. JULIO 2009-JUNIO 2010
Esta versión en CD-ROM contiene 281 criterios interpretativos en materia tributaria, 

publicados en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de julio de 2009 a ju-

nio de 2010; incluye tesis que interpretan ordenamientos y disposiciones no vigentes, 

pero sustanciales, así como ejecutorias y votos relacionados. Asimismo, permite una 

búsqueda temática ágil mediante diversas herramientas.



INFORMES
Coordinación de Compilación

y Sistematización de Tesis
Tels. 01 (55) 41-13-11-71 / 01 (55) 41-13-10-00 /
01 (55) 41-13-11-00 exts. 2280, 2031, 2038 y 1171 

$ 40.00 cada uno

LA JUSTICIA DURANTE EL PORFIRIATO Y LA REVOLUCIÓN 1898-1914
(6 TOMOS)
Obra en seis tomos, conmemorativa de los festejos del Bicentenario de la Independencia y el Centenario 

de la Revolución. Los estudios provienen de historiadores profesionales y se refieren a los siguientes temas: 

derechos fundamentales, Estado y economía, el problema de la tenencia y la propiedad de la tierra y la 

impartición de justicia. En la obra se exponen numerosos documentos resguardados en el Archivo Central 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. T1: $ 260.00
T2: $ 260.00
T3: $ 400.00
T4: $ 350.00
T5: $ 330.00
T6: $ 460.00

NÚM.2 PATRIA POTESTAD
La patria potestad es una institución encaminada a brindar cuidado, formación y 

educación a los niños. Es una de las figuras más importantes del derecho familiar. 

En esta publicación se describe detalladamente su estructura y función, con apoyo

en copiosa bibliografía y en tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y 

los Tribunales Colegiados de Circuito.

NÚM.3 VIOLENCIA FAMILIAR
En este tercer número de la Serie Temas selectos de derecho familiar, el Alto Tribu-

nal pone a disposición del lector datos suficientes sobre la violencia familiar, fenó-

meno que de no prevenirse y combatirse por medios jurídicos, atenta contra el

núcleo básico de la sociedad. La obra se fundamenta, primordialmente, en criterios 

interpretativos de la Suprema Corte de Justicia y de los Tribunales Colegiados de 

Circuito.

TEMAS SELECTOS
DE DERECHO FAMILIAR

OBRAS CONMEMORATIVAS



Semblanza histórica del libro y de la biblioteca, 
a sus 500 años de aparición

En México, las civilizaciones prehispánicas desarro-
llaban sus inscripciones o pinturas en códices [del 
latín codex, que significa libro manuscrito]. El siste-
ma de escritura utilizado era altamente desarrollado, 
y si bien sólo era conocido por las clases gobernantes 
o sacerdotales, les permitía registrar y conservar por 
escrito los principales acontecimientos sociales, mi-
litares, cronológicos, astronómicos, históricos, genea-
lógicos y religiosos.

Los encargados de elaborar los manuscritos debían 
poseer aptitudes para el dibujo y la pintura, así como 
profundos conocimientos de su lengua. Podían ser 
hombres o mujeres de cualquier clase social, elegidos 
desde muy jóvenes. Se les instruía en su lengua y en 
el saber de su época y, posteriormente, se especiali-
zaban en algún tema. Una vez preparados, formaban 
parte de una clase social superior y tenían que de-
dicarse de tiempo completo a estas actividades. Se 
les llamaba tlacuilos, término que procede del ver-
bo náhuatl tlacuiloa, porque escribían pintando. Sus 
escritos eran anónimos y su producción pertenecía 
a la colectividad. El papel de los tlacuilos era muy 
importante, ya que tenían la función de perpetuar el 
saber. De acuerdo con su especialidad, se les destina-
ba a los centros religiosos, económicos o civiles que 
necesitaban sus servicios, como templos, tribunales, 
casas de tributo, mercados y palacios, entre otros; 
el tlacuilo residía en esas instituciones, realizaba los 
códices especializados en su propia materia y estaba 
encargado de establecer y leer según sus atribuciones 
y cargo. Dada su función de escribanos, son conside-
rados como antecedente de los actuales notarios.

Los manuscritos se guardaban en recintos llamados 
amoxcalli- amoxtli, cuyo significado es “libro” y calli 
“casa”. La posesión y manejo de los códi-
ces por la clase dirigente, señores 
y sacerdotes, aseguraba la conser-
vación y el control exclusivo de 
todo saber alcanzado, lo cual 
contribuía a su afirmación 
en el poder. Los amoxcalli 
de mayor reconocimiento 
fueron el de Texcoco y el 
de Tlaltelolco.

Pocos son los códices que se conservan actualmente, al-
gunos se destruyeron por la naturaleza de los materiales 
empleados para su confección y otros, en gran medida, por 
la destrucción que llevaron a cabo los representantes de la 
iglesia y de la burocracia colonial.

Por otra parte, se dice que la llegada del primer libro a 
México, en un formato similar al que hoy en día conoce-
mos, fue el breviario que Jerónimo de Aguilar, intérprete de 
Hernán Cortés, traía entre sus pertenencias cuando naufra-
gó en 1511. Asimismo, se señala que México fue el primer 
país en América donde se fundó oficialmente una biblio-
teca, la de la Catedral en 1534, y que fue el primero que 
contó con una imprenta (Juan Cromberger y Juan Pablos, 
1539) y, en consecuencia, donde se imprimió el primer 
libro de este continente.

En la Colonia, las bibliotecas eran un privilegio de criollos 
y españoles y sus libros eran un medio para la difusión de 
la cultura europea. Ya en el siglo XIX, los liberales las con-
cebían como un instrumento de cultura y progreso, quie-
nes proyectaron la fundación de la Biblioteca Nacional y la 
creación de bibliotecas públicas en los estados. 

Cuando José Vasconcelos ocupó el cargo de secretario de 
Educación Pública (1921-1924) inauguró más de 2,500 
bibliotecas públicas en todo el país. Años más tarde, al 
inaugurarse la Biblioteca de México, el 27 de noviembre 
de 1946, el presidente Manuel Ávila Camacho lo nombró 
como su director, cargo que ocupó hasta 1959, año de su 
muerte.

Gracias al Plan Nacional de Bibliotecas Públicas de 1983, 
resurgen estos recintos lo que permitió la apertura de más 
de 4,000 en el país. 

Actualmente, la tendencia es hacia el uso de libros digita-
les, sin que ello pueda llegar a significar, al menos en un 
corto o mediano plazos, la desaparición de espacios que 
inviten a la consulta de información y a la lectura. 

Fuente: Fernández de Zamora, Rosa María, “La historia de las bibliotecas en México, un tema olvidado”, en 60th IFLA General Conference – Confe-
rence Proceedings – August 21-27, 1994; http://www.iconio.com/ABCD/F/INDEX.PDF, fecha de consulta: 15 de febrero de 2011.



Para mayor información, acude a la biblioteca Silvestre Moreno Cora, sita en 16 de Septiembre No. 38, Planta Baja, Colonia Centro, 
C.P. 06000, o puedes llamar al tel. 41-13-11-00, extensiones 4005 y 4007, en su horario de servicio de lunes a viernes de 8:30 a 19:00 
y sábado de 9:00 a 14:00 horas. 

y muchas más, consulta nuestras novedades en
http://www2.scjn.gob.mx/red/sbibliotecario/Docs/NBH/BoletinNovedades.pdf

Novedades Bibliográficas

Volumen que aborda el Derecho internacional pú-
blico, específicamente en el campo de los derechos 
humanos, configurándose como un ordenamiento 
jurídico de protección, dotado de autonomía y ca-
racterísticas propias. La autora, presenta su evolu-
ción histórica, como un todo normativo, es decir, 
un “corpus iuris”, fundamentado en los derechos 
inherentes del ser humano como tal, y operativa-
mente, en la noción de garantía colectiva y el ca-
rácter objetivo de las obligaciones de protección, 
así como las resoluciones dictadas por la Comisión 
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

D150.157
P568t
2009
TEMAS DE DERECHOS HUMANOS
MÓNICA PINTO
PRÓLOGO DE ANTÔNIO A. CANÇA-
DO TRINDADE

Recomendación del Mes
La Enciclopedia Gran Espasa Universal, es una obra de refe-
rencia importante para todo estudiante, investigador, litigante 
o servidor público; tanto por su magnitud como por lo dila-
tado del tiempo de su creación, ya que ha sido considerada la 
mayor empresa editorial de la historia del libro español.
Por todas estas razones, el Sistema Bibliotecario de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación pone a su disposición la Enciclo-
pedia Gran Espasa Universal, que a través de sus 24 tomos ofrece 
un cúmulo de información en todas las ramas del saber, que  podrá 
consultar en la sala de lectura de Biblioteca Central Silvestre Moreno 
Cora.

Texto que reúne varios ensayos redactados en torno 
a las acciones de protección judicial a los derechos 
humanos, expone el juicio de Amparo mexicano; la 
acción y excepción de inconstitucionalidad, el “habeas 
corpus”,  el “habeas data” y otros recursos de control 
constitucional en países de América Latina. Asimismo, 
muestra las acciones contenciosas administrativas, prin-
cipalmente las llevadas a cabo por Francia y Colombia, 
entre las que se encuentran: la caducidad, la simple 
nulidad, el restablecimiento del Derecho, la reparación 
directa, las acciones contractuales, la pública electoral, 
de pérdida de investidura congresal, así como sus com-
petencias administrativas.

I058.151
C357a
2009
ACCIONES CONSTITUCIONALES Y 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVAS 
PEDRO PABLO CAMARGO
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La injusticia como forma de opresión
En su análisis sobre la justicia, la politóloga estadounidense Iris 
Marion Young define a la opresión como un fenómeno estructural 
que impide a ciertos grupos sociales desarrollarse y participar en 

la vida comunitaria.1 Es decir, las personas se encuentran oprimi-
das cuando, mediante ciertos arreglos institucionales y sociales, 
ven mermadas sus capacidades y habilidades para organizarse y 
comunicar a los demás sus inquietudes. Partiendo de dicha con-
cepción, Young distingue cinco caras de la opresión: explotación, 
marginación, carencia de poder, imperialismo cultural y violencia. 

Retomando a Marx, Young afirma que la explotación es una forma 
de opresión que permite la transferencia de productos del tra-
bajo de un grupo social para beneficiar a otro. El ejemplo clásico 
es el grupo capitalista que extrae beneficios de los trabajadores. 
Sin embargo, otro caso en el que dicha transferencia se actuali-
za es a través de las labores del cuidado de niños y ancianos y 
las tareas domésticas, que son realizadas principalmente por las 
mujeres. En este esquema, los varones, que no ejercen roles de 
cuidado, se benefician unilateralmente de este trabajo sin que las 
mujeres reciban una remuneración económica a cambio. Cabe 
destacar que esta situación de explotación no se elimina con una 
redistribución de bienes, tal como lo establecería el paradigma 
distributivo, pues mientras prevalezcan las prácticas sociales y las 
relaciones de poder que las originan, la repartición de los benefi-
cios seguirá siendo inicua.

Una segunda cara de la opresión es la marginación. Las personas 
marginadas son aquellas que están excluidas de participar en las 
actividades que socialmente se asocian a un empleo formal y re-

munerado.2 En México, los adultos mayores, los pueblos indígenas 
y las personas en condición de pobreza comúnmente sufren esta 
exclusión, que se traduce en un círculo vicioso de falta de oportu-
nidades. Partiendo de que las actividades del empleo productivo 
generan vínculos laborales y dinámicas sociales de organización y 
colaboración, la marginación de ciertos grupos sociales de esos 
empleos remunerados tiene como consecuencia una menor inte-
racción social y falta de reconocimiento adecuado. 

Derivada de condiciones de explotación, una tercera expresión 
de la opresión es la carencia de poder. En este rubro, Young destaca 
la división social del trabajo entre profesionales y no profesionales, 
en donde los primeros gozan de un status que les confiere autori-
dad y poder en la sociedad, mientras que los segundos usualmente 
se dedican a empleos con poca o casi nula autonomía, en donde 

1 Iris Marion Young, Justice and the Politics of Difference (New Jersey: Princeton University 
Press, 1990), p. 39.
2  Ver María José Añón, Igualdad, diferencias y desigualdades (México: Fontamara, 2001), 
p. 133.

ejercen poca creatividad y juicio, y en los que no desarrollan habi-
lidades técnicas relevantes. Ello redunda no únicamente en la vida 
laboral, sino que tiene importantes consecuencias en la vida social, 
como diversos grados de respeto e influencia dependiendo de si 
se es profesional o no. Esta tajante separación entre los empleos 
de planeación y de ejecución y su respectiva valoración generan 
una carencia de poder significativa en los ejecutores, siendo que 
son precisamente los profesionales los que más se benefician de 
la labor de aquéllos. 

Una cuarta faceta de la opresión es el imperialismo cultural. A dife-
rencia de las tres primeras categorías que se presentan a partir de 
la división social del trabajo, el imperialismo cultural está relaciona-
do con los significados dominantes en una comunidad que invisi-
bilizan las perspectivas particulares de ciertos grupos, mismos que, 
paradójicamente, son estereotipados y definidos en función de su 
“otredad”. Es decir, la universalización de la experiencia de la cul-
tura dominante vuelve anormales y desviadas las experiencias de 
los grupos minoritarios que no coinciden con ella. Ejemplo de esta 
devaluación es la experiencia de los pueblos indígenas en nues-
tro país. A pesar de que el artículo segundo de la Constitución 
reconoce la composición pluricultural de la Nación Mexicana, las 
personas indígenas son oprimidas culturalmente cuando se les se-
grega, se les concibe como inferiores y se niega valor a las formas 
en que ven, interpretan y juzgan el mundo. Algo similar sucede 
con las sexualidades diversas respecto de la cultura hetereosexual 
dominante, misma que las define a partir de una supuesta neutra-
lidad que continuamente las cuestiona y estigmatiza. 

Finalmente, la quinta cara de la opresión es la violencia estructural. 
Es verdad que, en ocasiones, los incidentes violentos de molestia 
e intimidación hacia ciertas personas constituyen hechos aislados 
e inconexos. Sin embargo, en otras ocasiones, personas que inte-
gran ciertos grupos sociales sufren violencia precisamente por su 
pertenencia a dichos grupos. Es decir, los ataques están motivados 
por el miedo, odio y desprecio a un colectivo, más que a una per-
sona en particular. Young afirma que el carácter opresivo de estos 
actos violentos radica en que el contexto social los hace posibles e 

incluso los percibe como aceptables.3 En este sentido, por ejemplo, 
en opinión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
su reciente condena al Estado mexicano relacionada con los ho-
micidios de mujeres en Ciudad Juárez, la perpetuación de criterios 
de subordinación y de una “cultura de discriminación” han propi-

ciado la impunidad de estos delitos en razón de género.4

3  Young, Op. cit., p. 61. 
4 Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, sentencia de 16 de noviembre de 2009. Disponible en: 
http://www.equidad.scjn.gob.mx/campo_algodonero.php.	
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¿Cuál es la contribución de la tesis de Young sobre las cinco ca-
ras de la opresión? Su análisis permite identificar condiciones de 
vulnerabilidad y exclusión social que no pueden ser remediadas o 
erradicadas a través de la lógica de la distribución de bienes y re-
cursos económicos, sino que están vinculadas con causas estructu-
rales, culturales y valorativas. Estas manifestaciones de la opresión 
tienen sus raíces en prácticas y procesos sociales que sistemática-
mente sitúan en desventaja a ciertas personas frente a otras. 

Partiendo de ello, el Derecho no puede hacer caso omiso de 
estos arreglos históricamente institucionalizados, pues se consti-
tuiría en un elemento más de su perpetuación. Lo anterior lleva 
a replantearse el valor de la igualdad, no circunscrita a una justicia 
distributiva sino tendiente a una justicia compensatoria, en don-
de puedan articularse tratamientos diferenciados, acciones posi-
tivas y derechos a favor de personas en situación de desventaja 
y opresión estructural, como son las mujeres, las personas con 
discapacidades mentales y físicas, y las minorías étnicas, culturales 
o sexuales. El fundamento es que estas medidas generan las con-
diciones institucionales necesarias para lograr una sociedad justa 
en la que toda persona puede desarrollarse a plenitud, indepen-
dientemente del grupo social al que pertenezca.

recomendaciÓn  bibliogrÁfica

Susana Lerner y Lucía Melgar (coords.), Familias en el 
Siglo XXI: Realidades Diversas y Políticas Públicas (México: 
Universidad Nacional Autónoma de México y Colegio de 
México, 2010)

Derivado del Seminario “Familias en el Siglo XXI: Realidades 
Diversas y Políticas”, realizado en 2009, surge este esfuerzo 
colectivo que involucra una diversidad de autores de la co-
munidad académica y de la sociedad civil que analizan los 
cambios sociales, económicos, políticos y culturales de las 
estructuras familiares en México. Alejándose de una pers-
pectiva singular, inmutable y ahistórica de la familia, el libro 
da cuenta de la diversidad de espacios y configuraciones 
familiares, en donde las relaciones de poder y las formas 
de autoridad entre generaciones están en constante trans-
formación. Así, se aborda la división sexual y generacional del 
trabajo reproductivo en el seno de las familias, así como el 
cuestionamiento de los modelos de la “familia nuclear” y el 
“hombre proveedor” que no responden más a la realidad 
mexicana. De manera notable, se reflexiona sobre el papel 
del Derecho y, específicamente, del Poder Judicial, en dichas 
transformaciones sociales.

CONVOCATORIA AL SEGUNDO DIPLOMADO 
VIRTUAL SOBRE ARGUMENTACIÓN JURÍDICA

“Aplicación de los estándares internacionales de 
Derechos Humanos y Perspectiva de Género”

Dirigido a Secretarios-as de Juzgados y Tribunales, Secretarios-as de Estudio •	
y Cuenta, Jueces-as y Magistrados-as del Poder Judicial de la Federación

Se impartirá de abril de 2011 a enero de 2012•	

Cuenta con el reconocimiento oficial de la Facultad Latinoamericana •	
de Ciencias Sociales, México y el aval de la Oficina en México del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos

Los créditos del Diplomado se tomarán en consideración para cursar •	
posteriormente la Maestría de Derechos Humanos y Democracia de la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales

El cierre de la convocatoria es el 15 de marzo. Consulte las bases en
www.equidad.scjn.gob.mx.

RECIENTE PUBLICACIÓN DE DOS VOLÚMENES 
DE LA COLECCIÓN EDITORIAL

“GÉNERO, DERECHO Y JUSTICIA”

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la Coordinación General 
del Programa de Equidad de Género del Poder Judicial de la Federación y la 
Dirección de Equidad de Género de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
estableció una alianza con la Editorial Fontamara para la realización de esta 
colección.

Los primeros dos volúmenes titulados “Derechos de las Mujeres en el Derecho 
Internacional” y “Debates Constitucionales sobre Derechos Humanos de las 
Mujeres”, ambos coordinados por los doctores Juan A. Cruz Parcero y Rodolfo 
Vázquez, ya están disponibles sin costo para el personal del Poder Judicial de la 
Federación y a la venta en librerías para el público en general.
Interesados llamar al 54 81 47 70 extensión 1404

Coordinación General del
Programa de Equidad de Género

del Poder Judicial de la Federación

La Coordinación General de Equidad de Género tiene como objetivo sensibilizar 
y formar en perspectiva de género a quienes desempeñan labores jurisdiccionales 
dentro del Poder Judicial de la Federación, así como propiciar la transversalización 

de la misma en la administración de los órganos que la componen.

Mtra. Mónica Maccise Duayhe
Coordinadora General del Programa de Equidad de Género Poder Judicial de la Federación

mmaccised@mail.scjn.gob.mx

Responsable del contenido:  Mtra. Luz Helena Orozco y Villa
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Tus dudas y comentarios son importantes acude a la Dirección General de Seguridad, ubicada en Pino Suárez No. 2, Col. Centro, Puerta No. 1507, 
Planta Baja o comunícate a los teléfonos (0155) 41 13 11 48  ó  41 13 11 00  extensiones 1148  y 2616, de lunes a viernes de 07:00 a 19:00 horas.

Sistema Nacional 
de Protección Civil 
(SINAPROC INFANTIL)

Recopilado por C. Ángel Hernández Valles, Técnico en Seguridad

¿Qué es el Sistema Nacio-
nal de Protección Civil?
El Sistema Nacional de Protec-
ción Civil (SINAPROC), se creó 
en 1986 tras el terremoto del 19 
de Septiembre de 1985 que afec-
tó a nuestro país. Tiene entre sus 
objetivos generar una cultura de la 
protección civil. 

El SINAPROC está integra-
do por representantes del sector 
público y del sector privado que 
trabajan en coordinación con las 
autoridades estatales en la elabo-
ración de planes y programas que 
tienen por objeto proteger a los 
ciudadanos y a sus pertenencias 
de los peligros que representa un 
desastre natural.

Estos programas orientan so-
bre qué hacer antes, durante y 
después de un desastre. 

Los desastres se pueden origi-
nar por cinco diferentes causas o 
agentes perturbadores, clasificados 
de la siguiente forma:

1. Hidrometeorológicos
2. Geológicos
3. Químico – Tecnológicos

4. Socio – Organizativos
5. Sanitario - Ecológicos

Los Hidrometeorológicos se 
originan por los cambios meteoro-
lógicos que se presentan, además 
de los movimientos de las aguas 
de mares, ríos, presas, etcétera. 

• Tormentas eléctricas 
	 o tormentas tropicales
• Huracanes
• Sequías
• Inundaciones
• Cambios extremos 
	 de temperatura

Los Geológicos se producen 
por los movimientos de las capas 
tectónicas y su combinación con 
otros agentes perturbadores.

• Sismos
• Maremotos conocidos 
	 como Tsunamis
• Actividad volcánica
• Flujos de lodo

Los Químico - Tecnológicos 
se relacionan con la vida de las 
personas, los avances tecnológicos 
y las industrias.

• Incendios forestales
• Radiación
• Incendios urbanos
• Explosiones

Los Socio - Organizativos se 
originan cuando una gran cantidad 
de personas se reúne en el mismo 
lugar o cuando un sistema inventa-
do por el hombre falla. 

• Concentraciones masivas 
	 de población
• Accidentes aéreos o marítimos
• Interrupción de servicios 
	 como la luz o el metro
• Terrorismo
• Sabotaje

Los Sanitario - Ecológicos tie-
nen que ver con el crecimiento de 
la población, sus industrias y la con-
taminación que originan.

• Contaminación
• Lluvia ácida
• Plagas
• Desertificación
• Epidemias

“Recuerda que Tú participación 
es tu protección.”



Juzgar con equidad de género
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